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INTRODUCCION 


La coyuntura política ha generado amplias discusiones aca- 
démicas donde destacados politólogos y juristas se preguntan de 
donde surge la legitimidad del Estado y la legitimidad del 
Gobierno y si ella es el resultado únicamente, de haber sido 
elegido popularmente en el caso del Gobierno. En el caso del 
Estado la mera sumisión de la actividad estatal al derecho, no 
constituye su legitimidad. 

El hecho de que exista la legitimidad formal, es decir aquella 
derivada del ordenamiento jurídico, constituye solo un modesto 
y técnico instrumento para su validez, pero las verdaderas 
dimensiones de la situación del Estado para alcanzar su legitimi- 
dad están en sus resultados y en la concordancia que exista entre 
ellos y las exigencias constitucionales, es decir la eficacia, tanto 
del rol del Estado como de la acción del Gobierno. 

Los politólogos sostienen que no es suficiente haber obtenido 
una mayoría de votos sino que tiene que evidenciarse si ese 
Gobierno está cumpliendo con sus fines esenciales y si es. 
socialmente útil. Esto significa que un Gobierno puede tener un 
origen ajustado a la legalidad, pero esta no es condición 
suficiente para su legitimidad, mientras no demuestre una clara 
capacidad, para satisfacer las necesidades fundamentales de la 
población y la eficacia de su gestión. 

Validamente se puede afirmar que el poder político, logra 
imponerse sobre la sociedad no solo mediante la fuerza sino a 
través de un conjunto de creencias que debidamente organizadas 
van a explicar el poder político como necesario y útil, pues su 
capacidad no se reduce solamente al empleo de la fuerza, sino 
que es un poder al servicio de un fin: el BIEN COMUN, 
condición para el orden y la convivencia social, porque ante 
todo es una fuerza nacida de la voluntad social. 
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La doctrina de Rousseau, fue la primera en plantear que el 
poder es legítimo, porque existe un contrato social previo, según 
el cual el Estado tiene el poder político porque los particulares 
han pactado dentro de ciertos límites que el Estado mande y 
ellos obedezcan, lo que en otras palabras significa que el Estado 
tiene poder porque la sociedad se lo ha otorgado. 


A comienzos del siglo que se está terminando, los vientos 
sociales que influyeron en el constitucionalismo, particularmente 
el pensamiento de León Duguit, asumió la doctrina según la 
cual, la verdadera y ultima justificación del Estado es el servicio 
a sus asociados, es decir, el servicio publico, contrariamente a lo 


<= ATA E " " 
que afirmaba Luis XV: Oy yO tampoco como 
recomendaba Carlos Marx, la supresión del Estado para alcanzar 


la igualdad social”. 


Con el avance de las doctrinas democráticas, se consolidó 
una doctrina política de rescate y aseguramiento de las funciones 
y deberes del Estado, centrados no solo en aquellas responsabi- 
lidades primarias de política y justicia, sino en otras de carácter 
social, orientadas al bienestar, seguridad, trabajo y solidaridad 
en el contexto de la dignidad de la persona humana y la calidad 
de la vida. 


En términos sociales la crisis de legitimidad es devastadora; 
los salarios y los niveles de vida han descendido considerable- 
mente con relación a los años anteriores y las nuevas políticas 
económicas no han sido eficaces por cuanto n o ejercen un 
efecto social positivo sobre la distribución del ingreso y sobre el 
mismo crecimiento económico, lo que ha dado lugar a profundas 
desigualdades sociales con los resultados ampliamente conocidos 
por todos. En términos políticos la democracia nunca ha sido 
una realidad ni en Colombia, ni en América Latina y es 
necesario que progresivamente a fin de lograr el desmonte de 
élites hegemónicas que se han apoderado del poder y han hecho 
de fenómenos clientelistas la principal fuerza de su acción; 
congelando durante muchas décadas el derecho universalmente 


l Marx, K. y Engels, F. Obras escogidas. Tomo 2. 1966. pág.325. 
"Se supriman los privilegios, las desigualdades y las ventajas 
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reconocido de participar en la determinación de sus propios 
asuntos. o « 

La legitimidad como concepto político, se ha modificado 
sustancialmente y se enmarca al finalizar el siglo XX dentro de 
una nueva noción de DEMOCRACIA. Ya no basta la clásica 
división del Poder en ramas u órganos y la autonomía de éstas 
entre sí; el libre ejercicio del sufragio y la formulación constitu- 
cional de una lista completa de libertades, derechos y garantías, 
sino que la Democracia y su legitimidad, se materializan solo en 
y esenciales en el contexto del objetivo fundamental de su 
actividad. 

La tradicional concepción de la soberanía popular se ha 
clarificado de tal manera que hoy tiene una forma simbólica 
extraordinaria en la determinación de la Democracia y nadie 
puede arrogarse que por haber sido elegido popularmente y 
gobierne en nombre del pueblo se pueda olvidar de los más 
elementales indicadores de legitimidad que son la Eficacia la 
Credibilidad y la Capacidad para hacer realidad las libertades. la 
justicia y la igualdad. No basta ser un líder carismático sino que 
es necesario derivar su legitimidad de la capacidad e idoneidad 
para satisfacer las necesidades fundamentales de la población. 

La legitimidad se deriva del apoyo popular, del consenso y 
del respaldo que el pueblo otorgue a sus gobernantes y cuando 
estos utilizan el poder, las medidas de fuerza y la represión 
actúan contra el pueblo, demuestran carencia de poder y pueden 
Deslegitimar el Estado pues se evidencia que recurren a la 
violencia y a las medidas de excepción para mantenerse en el 
poder. Un gobierno legítimo, en otras palabras un orden político 
legítimo goza de un amplio poder y credibilidad en el pueblo y 
puede reducir al mínimo los niveles de violencia sobre la base de 
los. mandatos populares para el cumplimiento de los fines 
sociales del Estado. 

En este contexto asistimos a un desplazamiento epistemológi- 
co de los conceptos tradicionales de legitimidad y Democracia, 
que han dado lugar a nueva cultura democrática y a una 
concepción del poder. Ni más ni menos una ruptura epistemo- 
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lógica que sustituye los tradicionales conceptos de la filosofía del 
poder, sustentados en los llamados indicadores democráticos de 
occidente, para centrar su mirada en la finalidad social del 
Estado en una satisfacción de las necesidades populares con 
eficacia y equidad, con justicia y con igualdad social. 


Cuando el Estado no responde a la pérdida de los valores y 
quienes ejercen el poder, utilizan el Estado para perpetuar sus 
privilegios, lejos de asumir una responsabilidad política y un 
claro entendimiento de la esencia misma del servicio público, 
dejando de un lado el Interés General se evidencia la pérdida de 
legitimidad, especialmente cuando los gobernantes no sirven al 
Estado sino SE SIRVEN DEL ESTADO, toleran y participan 
de la corrupción y de la violencia institucional afectando 


gravemente la credibilidad y convirtiendo el CINISMO en la 
nota fundamental de su actividad. 


La presencia de un gobierno ilegítimo no es difícil de evi- 
denciar cuando se hace presente el desprestigio, la ineptitud, la 
indiferencia o la impotencia para reaccionar frente a los males 
que generan quienes detentan el poder político en el ejercicio o 
función de conducir los asuntos públicos. La falta de legitimidad 
se hace cada vez más evidente cuando se hace crónica la crisis 
política en los marcos coyunturales y estructurales del poder; 
cuando existen en forma permanente problemas de orden 
público, crisis en el respeto a los Derechos Humanos y agudiza- 
ción de los problemas sociales de manera que se excluyan los 
supuestos básicos de la Democracia, contenidos en los fines 
sociales del Estado, pero especialmente cuando la conducta de 
los gobernantes crea confusión, caos y desesperanza haciendo 
cada vez más difícil la convivencia, el ejercicio de una paz 
duradera y estable que permita la autorealización individual y 
social?. 

Las fuentes de la legitimidad no están ya centradas en las 
elecciones populares como único criterio, sino que buscan su 
fundamento en la esencia misma del Estado social de derecho 
que establece la participación democrática, en el campo político 


2 Escalante G. Fernando. Los Ciudadanos Imaginarios. México. Colegio de México. 
1993. Pág 125 - 130. 
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económico y social, de tal forma que el mayor número posible 
de ciudadanos tenga acceso al Bienestar General ya la solución 
de sus necesidades insatisfechas en materia de educación, salud, 
vivienda y servicios públicos en general, Es preciso entender 
que en este contexto como alternativas político-económicas no 
tienen la verdad; Ni el neoliberalismo ni el estatismo que todavía 
pregonan los de la vieja izquierda. Hay que reconstruir el Estado 
para que pueda intervenir con mayor eficacia en beneficio de los 
más pobres y con la ayuda del sector privado pueda aplicar las 
. Políticas correctas con mayor eficiencia para poder obtener 
buenos resultados. De eso se trata el modelo económico de 
prosperidad social. 


En lugar de esa imagen ideal de una sociedad civil cohesio- 
nada, articulada, regida por criterios éticos y republicanos, que 


macrológicas que se even a velocidades 
distintas; de diversos g pretensiones particularistas; de 
autoridades legales e ilegales en competencia donde no se 
vislumbra un principio ordenador de los conflictos sociales o de 
las relaciones colectivas y donde el estado y su organización 
jurídica no logran ser mediadores Institucionales, para el? 
bienestar, seguridad, trabajo y solidaridad, en el contexto de la 
dignidad de la persona humana yla calidad de la vida. 


El problema de la legitimidad, constituye uno de los múlti- 
ples desafíos que caracterizan los cambios políticos involucra- 
dos en la modernización del Estado, con miras a lograr la 


participación ciudadana, el afianzamiento de los derechos 
humanos y la democracia 


E PI 
* (11) Ibid Pág. 129 
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ASPECTOS TEORICOS CONCEPTUALES 
SOBRE LA LEGITIMIDAD 


1- LEGITIMIDAD DE LA CONSTITUCION; DEL 
ESTADO Y DEL GOBIERNO 


El principio Legitimador de la Constitución es precisamente 
la Democracia, pues en ella se materializa la autodeterminación 
en un modo particular de ordenación de la vida social y señala 
las relaciones entre gobernantes y gobernados. Así partiendo 
del postulado antes enunciado de que la Democracia es el 


principio legitimador de la Constitución se entiende ella como 
la forma or cope n al san eados ls LOS 
conceptos que se mencionan en el presente trabajo. Como la 
conde el contenido y alcance de su propia legitimi- 


dad cuando afirma que la soberanía reside en el pueblo, de 
manera exclusiva y que de allí emanan los poderes públicos, se 
precisan al mismo tiempo en forma inequívoca los Derechos 
Fundamentales, libertades y garantías sobre las cuales descansa 
por lo tanto su propia legitimación. 


Si aceptamos que la Constitución se basa en la soberanía del 
Constituyente al cual le debe su legitimidad es preciso entender 
que para el Estado constitucional democrático, la soberanía del 
pueblo es también el principio que constituye su base y legitimi- 
dad. Este principio es un hecho político que está reconocido por 
el Derecho Constitucional pero no es un principio jurídico. La 
manifestación de la soberanía del pueblo en la Carta Constitu- 
cional es un factor Histórico que la legítima mientras ésta existe 
y cuanto más sea la identificación del pueblo con su constitu- 
ción, más consagración adicional de legitimidad recibe la 
Constitución. 
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El hecho de que los Derechos fundamentales constituyan en 
la “actualidad EL PRINCIPAL ELEMENTO DE LEGÍTIMI 
DAD DEL ESTADO y hayan alcanzado una alta capacidad de 
integración y de consenso se debe precisamente a la credibilidad, 
a la confianza y al poder legitimador que ha logrado la constitu- 
ción en el comportamiento general de los ciudadanos, pues 
cualquiera que sea la posición que se tenga frente a la Constitu- 
ción en ella convergen políticos, juristas, universitarios y 
población en general, como la fuente más autorizada para 
originar legitimidad aún cuando el marco legal, ha salido de su 
alcance, es decir cuando legalidad y legitimidad marchan por 
distintos senderos. 

Es de advertir que entre Democracia y Estado de Derecho 
existe un mutuo condicionamiento y que precisamente el 
principio democrático que se expresa en la soberanía del pueblo 
es una respuesta constitucional normativa al problema de la 
legitimación del poder desde el punto de vista formal y material. 

La legitimidad democrática está íntimamente ligada a la 
posibilidad de alcanzar un significativo desarrollo social 
compatible con la justicia social; que preserve los derechos del 
hombre, operacionalice la dinámica social; y asegure la justicia 
incorporando los fines sociales del Estado a la esencia misma del 


a Social de Derecho. 

2- VALIDEZ Y LEGITIMIDAD CONSTITUCIONAL 

La validez reside en la finalidad que tiene la Constitución de 
garantizar jurídicamente la autodeterminación del pueblo como 
titular de la soberanía, a fin de que no sea suplantado; con lo 
cual se consolida el núcleo principal de la legitimidad de la 
Constitución en ejercicio democrático, porque el Estado que allí 
se organiza es un Estado que asegura así mismo la Democracia, 
para que el pueblo pueda seguir ejerciendo su facultad de 
Autodeterminación. 

vSignifica lo anterior que la legitimidad de la Constitución se 
desprende de la Constitución misma, es decir una constitución 
emanada Democráticamente que establece un Estado Democráti- 
co Social de Derecho y que tiene en el principio democrático su 
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validez y su legitimidad. La legitimidad desde el punto de vista 
Jurídico - Constitucional es en esencia la consecuencia entre 
fines y medio expresados en la Constitución esto es la conse- 


cuencia Constitucional entre principios materiales y principios 
estructurales. 


Si la Democracia es un método para la creación del orden 
social, se considera inherente a ella para que tenga validez; el 
principio de la autodeterminación que involucre en su contenido 
la libertad y la igualdad y que junto al principio de la mayoría se 
reconozcan los derechos de la minoría. Por su carácter de ley 
fundamental la Constitución ; hace que la legitimidad aparezca 
inexcusablemente como el requisito de la validez. pues en esta 
forma todos los procesos de democratización, como la Educa- 
ción Democrática, la Cultura Cívica, la igualdad en el libre 
juego de fuerzas políticas lo mismo que el Progreso Social y 
Económico son factores mas eficaces que el mismo derecho para 
que se consolide la legitimación. 


ES AMENAZAS A LA LEGITIMIDAD 
CONSTITUCIONAL 


El problema de la Legitimidad Constitucional se ha colocado 
en discusión en varias oportunidades para el caso colombiano. 


En el momento de promulgación de la Constitución Política 
de 1991 no faltaron voces, señalando que el número de votos, 
mediante los cuales fueron elegidos los constituyentes, eviden- 
ciaba la falta de representatividad y por lo tanto de legitimidad. 


En épocas recientes se ha pretendido en forma insistente 
modificar la carta política en algunos aspectos esenciales es decir 
un movimiento de contrarreforma amenaza a las instituciones 
creadas por el Constituyente del 91 utilizando como vía de 
reforma la del Congreso, sobre la base de contar con los votos 
suficientes para tales reformas. 


No existe la menor duda de que carece de legitimidad pues 
responde a conveniencias políticas coyunturales a un espíritu 
revanchista y al deseo de retomar los privilegios perdidos con la 
constitución del 91. Frente a esta situación la Nación colombia- 
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Reiterando que el principio legitimador de la Constitución, 
del Estado y del mismo Gobierno es la Democracia, se entiende 


que el pueblo es soberano en la medida en que es un sujeto 
personificado, lo que permite prescindir de las desigualdades 


que lo caracterizan y considerarlo como un sujeto constituido al jeto constituido al 
margen de toda relación social, que se comporta como una sola 
voluatad ente ta cal Y Estado solicita, recibe y aparenta 
obediencia, siguiendo el principio de que no solo es necesario 
ser legitimo sino parecerlo. 

Aquí al abordar el problema de la legitimidad en si misma o 
la legitimidad propiamente tal, se cuestiona la relación entre 
sociedad civil y Estado en lo que se denomina el EJERCICIO 


LEGITIMO DEL PODER cuyo perfil fundamental es el de que 


toda actividad estatal concordante con la voluntad popular es 
pe O USoróamte con la: voluntad, populares 
> GITIMA. 


LE 
ALGIMNMA. 

Conviene seguidamente aclarar que se trata de la ficción del 
pueblo como sujeto personal, con su base social, como voluntad 
general, precisamente al menos temporalmente los conflictos y 
divisiones subyacentes en su seno pues cuando no es posible 
prescindir de ellas es decir de las Escisiones y desigualdades 
conflictivas es necesario replantear la legitimidad en distintos 
niveles, para los cuales en el acontecer político contemporáneo 
se requiere una ruptura epistemológica del concepto mismo de 
legitimidad. 

El primer nivel al que se ha hecho referencia es considerar la 
legitimidad formal, tanto del Estado como del Gobierno, a la luz 
de su legalidad, en la cual ya no es posible visualizar desde el 
punto de vista material el interés general, pues aquí la voluntad 
popular solo puede ser legitimada por los procedimientos legales 
en que se genera, es decir no depende de que se decide sino 
cómo se decide, por su norma legitimatoria esto es legitimidad 
por el procedimiento formal legal, En este sentido cualquier 
decisión o comportamiento que no respete el ordenamiento 
Jurídico establecido es declarado llegitimo. El problema del 
Estado es fundamentalmente un problema de legitimidad que no 
se agota en la justificación a posteriori de la violencia sino que 
se extiende a la pretensión de legitimidad que puede observarse 
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población se puede evidenciar un profundo desfase entre el ritmo 

e transformación de la sociedad en sus aspectos económicos 
sociales y culturales y los cambios orientados a la modernización 
del Estado, con lo cual sus instituciones se hacen cada vez más 
obsoletas inadecuadas e ineficaces para alcanzar los dos grandes 
fines sociales del Estado que le asigna la Constitución pues las 
diferencias regionales son cada vez más substanciales y las 
estructuras reales de poder son distintas en cada región del país 
haciéndose cada vez mas evidente la ausencia del Estado en todo 
el territorio nacional. 


¿Cuáles son los bienes internos de la política contemporá- 
nea? ¿Cuáles son los fines que ha de perseguir un estado 
contemporáneo para no perder su naturaleza y corromperse, 
perdiendo con ello legitimidad? ¿Cuál es, en definitiva, el 
marco ético de lo político? 


Si un Gobierno ha demostrado su imposibilidad de salva- 
guardar el interés común y no tiene una respuesta para la 
resolución de sus conflictos sociales, no está actuando 
coherentemente y en forma autónoma como unidad adminis- 
trativa, significa en el fondo que su legitimidad está cuestiona- 
da cuando empieza a costarle a la sociedad más de lo que 
retribuye. 


Igualmente, es de señalar que si un Gobierno ha perdido la 
capacidad para ac nomame ara una efectiva 
intervención en la sociedad, dejando fraccionar al Estado en 
varios grupos con intereses con encuentra 
lógicamente frente a la INEFICIENCIA; y si a esto se agrega 
el mal uso de los recursos del Estado para mantener su 
credibilidad puede afirmarse que ha comenzado a marchar por 


los senderos de l 


Los fines sociales del Estado, el objetivo fundamental de su 
actividad y los fines esenciales consagrados en el : T 207 de la 
Carta Política, constituyen la fuente última de su legitimidad 
la misma justificación de su existencia, factores éstos que en la 
definición constitucional del Estado Social de Derecho, 
permiten precisar objetivamente los componentes actuales de 
su legitimidad, especialmente en el ámbito social. 


1Ces 
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el resultado solo del crecimiento tecnológico de los medios de 
coerción, sino que tiene la credibilida a confianza de los 
ciudadanos, en la medida que responde a sus expectativas, es 
decir, a la solución de sus problemas y necesidades insatisfe- 


chas, lo cual se traduce en el apoyo incondicional de su gestión. 


En verdad, esfilegitimad) todo poder que menoscabe la liber- 
tad, destruya la dignidad del hombre o cultive nuevas y más 


refinadas formas de esclavitud, desigualdad y corrupción,a pesar 
de que se afirme que el concepto de legitimidad guarda una 


estrecha relación con el orden jurídico imperante en un país, 
cuando la cali e lo que es legítimo, está en el sentido de 
algo conforme a la ley, con la justicia, con la razón, en unas 
palabras, lo que se conforma con el derecho>; pretendiendo en 
su acción política que lallegitimidadjdel poder es la relación del 


roceso de mando con los principios jurí ue dominan 
sobre un territorio determinado. 
AAA O Pe terminado: . 


Sin embargo, este problema esencial de la vida moderna en el 
estado se proyecta más lejos, pues los autores tratan de explicar 
por qué un poder es legitimo, o analizan si éste tiene alguna 
finalidad que no puede ser otra que la realización del bien 
público Bertrand_de Jouvenel. afirma que el jpoder) es una 
necesidad social; Por el orden que impone y el concierto que 
instaura, ya que permite a los hombres alcanzar una vida mejor. 
Estos servicios han hecho una impresión tal sobre la mayoría de 
los autores, y la idea de la ausencia estatal, les ha causado tal 
horror, que no han encontrado un fundamento suficientemente 
fuerte para los derechos del poder, ya sea que lo sacasen de 
Dios, ya sea que lo sacasen de la sociedad, de la cual sería la 
expresión suprema (Kant) o el guía predestinado (Hegel)””: 

Los numerosos autores que se han ocupado de este tema, se 
pueden clasificar en dos grupos: a) Los autores que han 


sostenido la legitimidad del poder; y b) Los autores que han 
sostenido la ilegitimidad del poder. Estas ideas que vienen 


desde épocas anteriores, principalmente del siglo XIX, siguen 


n_n 


5 Serra Rojas Andres. Ciencia Política. México. Porrúa 1993. 2da. Edición Pag. 393 
1 
W Bertrans de Jouvenal. El poder, Madrid, 1968 pág. 325 
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ue media entre dos elecciones, conserva sus derechos políticos 


ara controlar al elegido, esquema propio de la democracia 
articipativa y del Estado Social de Derecho, orientado al 


bienestar general de la colectividad. fundamento razón de ser 
de su legitimid 


== NS 


consagra la Carta 
Política (art. 259), es necesario dilucidar quién impone el 
mandato, a fin de determinar quién puede revocar a gobernado- 
res y alcaldes. En efecto, quien ha otorgado es quien puede 


revocar el mandato, puesto que elfmandatoles un relación de 
confianza fundada en el principio de la buena fe. por medio de 


la cual una persona, el mandante, logra hacerse presente en 
donde no puede estarlo, por medio de otra persona -el mandata- 

Lallegalidad Es la sujeción de la acción política, administrati- 
va y social a las normas jurídicas vigentes. Se le considera 
también como el principio básico del Estado de Derecho, según 
el cual, toda norma jurídica se condiciona en su forma y 
contenido a una norma superior, de tal manera que todo el 
conjunto normativo jurídico es independientemente jerárquico y 
cerrado. Algunos tratadistas como Strasser expresan que la 
“legitimidad es sólo el derecho positivo vigente y exigible en 
una sociedad determinada en un momento determinado. 
independiente de su ajuste o desajuste con aquello que la gente 
obedecería natural, voluntaria y espontáneamente. sin vicios de 
consentimiento"*. Este concepto es inaplicable en la actualidad 


por cuanto la legalidad por si sola no justifica la legitimidad ni el 
mandato. 


E: Pueden existir casos de legalidad sin le itimidad y de legiti- 
midad sin legalidad. Los regímenes de facto son un ejemplo 
claro de alidad sin legitimidad. Por eso, puede decirse con 


Hernan Heller: "el poder del Estado es. pues, siempre legal, es 
decir, poder políticamente organizado. Pero a causa de su 
función social, el poder del Estado no ha de contentarse con la 


1 ACP 


“Mayer, J.P. Trayectoria del Pensamiento Político. México FCE. 1961 Pág.73. 
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caracterizado tradicionalmente las creencias de la gente y han 
permitido identificar el tipo de legitimidad que cotidianamente se 
atribuye a un Gobierno, al Estado y a las autoridades en general. 
TaJes tipos de legitimidad son: 


y «1 Legitimidad tradicional. Sustentada sobre la base del Status 
Quo: se obedece porque así fue establecido de modo inmemo- 
rial. Se basa en la creencia de que lo establecido de forma 
inmemorial es sagrado. Ello basta para justificar la autoridad. 


En consecuencia, los que de acuerdo con las tradiciones 
recibieron la autoridad, tienen derecho a ejercerla. El poder 
jamás se pone en entredicho, es legítimo porque existe. En — 
cierto modo se trata de algo divino. En el funcionamiento 
cotidiano de la sociedad tradicional, Dios juega un papel 
instrumental que se pierde en la sociedad industrial. 


y egitimidad carismática. Semejante a la anterior; este con- 
cepto tiene raíces religiosas (dones especialisimos, excepciona- 
les, concedidos por Dios a una persona). Ya se trate de un santo 
o de un profeta investido de gracia divina, un jefe militar 
heroico, un conductor de multitudes. No obstante, el profeta 
puede ser falso, el héroe también, "profetas desarmados, diría en 
este contexto y con otros matices Maquiavelo. En nuestro 
tiempo, se ha atribuido carismas a diversos jefes políticos cuyos 
nombres están en la mente de todos. Esta legitimidad es práctica 
y puede no sustentarse en la legalidad. Es el reconocimiento 
tácito de su autoridad y de mucha ocurrencia por estar respalda- 

: o el inconsciente colectivo. 
lb: 


/Legitimidad Racional. Descansa en la convicción de que los 
procedimientos mediante los cuales se fijan las reglas para 
establecer relación gobernantes - gobernados, son Tegales legales, Se. 
parte de creencia en el derecho que asiste a los gobernantes para 
crear y modificar las normas según causas regulares; se adoptan 
respetando los caminos, requisitos y modalidades  pre- 
establecidas. Esta legitimidad envolverá los conceptos de la 
democracia Occidental, particularmente lo atinente al Contrato 
coral y al esquema de la participación modernamente WCOrpo 
rado a la doctrina Constitucional y del Estado. 

Según Max Weber, en los regímenes autocráticos, impera la 
legitimidad carismática; la racional en los demoliberales y la 
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legitimidad tradicional en las monarquías del antiguo régimen. 
Sin embargo-se hacen Tas siguientes aclaraciones: 

Dentro de los tres regímenes políticos más comunes 
(democracia, socialismo y los autocráticos), la legitimidad puede 
darse siempre y cuando los intereses del pueblo sean satisfechos * 
en su gran mayoría. En el régimen democrático, o en el 
socialista, por ejemplo, uno de los indicadores puede ser el 
sufragio en todas sus modalidades (voto directo, consulta 
popular, plebiscito, referendo, etc.), en favor de un Gobierno. 
Sin embargo, existe la duda, cuando un Gobierno o poder 
alcanzado mediante una caudalosa votación, posteriormente es 
rechazado por ese mismo pueblo, que a los pocos días está 
totalmente defraudado de su gobernante por el incumplimiento 
de sus programas. 


En los Gobiernos autocráticos, en donde no hay elecciones, 
el sufragio no puede ser un indicador para medir su legitimidad: 
ésta se puede medir pulsando el termómetro del pueblo cuando 
el Gobierno está cumpliendo con sus obligaciones, satisfaciendo 
las necesidades más apremiantes de la comunidad, sin violación 
de los derechos fundamentales, pues si hay inconformidad del 
pueblo puede haber revocatoria del mandato o darse una 
revolución. Por eso, John Locke al referirse a este tema 
expresaba que "cuando el Gobierno viola los derechos del 
pueblo, la insurrección es para el pueblo, el más sagrado de los 
derechos y el más indispensable de sus deberes”. pues en cuanto 
90 pierda a e o 
puede estimarse que ha llegado a su fin"Y 


La pregunta que surge en este contexto, es la siguiente: 
¿Puede un orden político Impuesto por la fuerza, llegar a 
legitimizarse, constituyéndose en una legitimidad jurídica que 
justifique ese poder y produciéndose una aceptación, confianza y 
obediencia del pueblo, con unos índices de legitimidad confia- 
bles? 

La respuesta a este interrogante es clara: el poder político se 
impone, no solo como una superioridad psicológica, sino como 
AA PAPA A 

% Locke John. Ensayo sobre el Gobierno Civil. 1963 pág. 33 
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una fuerza social derivada de la creencia en el derecho a 
mandar, es decir, la credibilidad y la moralidad en los Gober- 
nantes se constituye en la brájula orientadora del estado, el cual 
responde a sus fines sociales y esenciales que evidencien su 
eficacia. 


. De todo lo anterior, surge una inquietud: puede haber legi- 
timidad en un Estado donde le poder político se ha entronizado 
con una participación popular del 30% frente a una abstención 
del 70% y en donde los mecanismos de participación comunita- 
ria todavía no se han abierto en forma democrática y limpia para 
que esa creencia popular se refleje masivamente en las urnas?. 
Este es el problema fundamental de las modernas democracias: 
el fenómeno abstencionista que facilita el ejercicio del poder, 


legitimado por la decisión de unos pocos y la abstención de las 
erandes mayorías, cuya legitimidad es políticamente discutible. 


El fenómeno moral consiste en que cada individuo se sienta 
obligado consigo mismo para actuar con honestidad y de 
acuerdo con los lineamientos éticos y jurídicos de la sociedad. 
Sin embargo, en las sociedades desarrolladas, la moral indivi- 
dual no se refleja necesariamente en el comportamiento del 
Estado, pues la moral personal ha sido desplaza por la moral del 
modelo capitalista haciéndola aparecer de tal forma que por 
ejemplo la corrupción se ve como una causa y no como un 
efecto de la ineficacia del Estado y de las grandes desigualdades. 


Está es la razón por la cual en las épocas de crisis se ha 
vuelto la mirada sobre un evidente vacío ético y moral y se ha 
hecho más ostensible, la tendencia a denunciar en la clase 
política su inmoralidad y se les ha requerido para rehacer y 
fortalecer sus principios éticos, lo mismo que resaltar valores O 
sancionar conductas amorales que exponen abiertamente a la 
ilegitimidad, como consecuencia de las ya frecuentes actuaciones 
de doble moral. 

La técnica política propuesta por Maquiavelo de que el FIN 
JUSTIFICA LO MEDIOS”, se hizo famosa universalmente a 


sd. ia S 963. Pág.103. 
_ Maquiavelo, Nicolás. El Principe. Barcelona. Editorial Iberia S.A. 1963. Pa8 
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medida que las condiciones que permitieron aceptarla como 
teoría política del animal humano, se centraron en las formas 
para acceder y para permanecer en el poder. A pesar de ésta 
concepción que pretendían que la moral y la política serían muy 
interesantes si se discutieran como cualquiera de las ramas de 
historia natural, A 
y los fines sociales del Estado han desterrado las. prácticas 
_maquiavélicas, pero aún persisten vicios clientilistas que 
prolongan en el tiempo la ciencia política esbozada por Nicolás 
Maquiavelo. 

El malestar general que se evidencia en la opinión pública de 
una nación, particularmente expresado en los fenómenos de 
abstención electoral, en la indiferencia ética en la desconfianza 
respecto a la clase política en la aparición constante de nuevos 
movimientos y formas de organización colectiva que actúan al 
margen de los procedimientos electorales, en las actuaciones 
más por las vías de hecho que por los canales de Derecho, se 
puede considerar como una evidencia frente a la manifestación 
de una crisis que no es precisamente económica ni política, sino 
eminentemente MORAL, determinante de profundos cambios en 
las actitudes y en la psicología colectiva. 

No es suficiente que un Gobierno haya sido elegido con todas 
las formalidades señaladas en el Estado Social de Derecho, sino 
que debe proporcionar respuestas eficaces a los fines esenciales 
que le ha diseñado la Constitución y la ley, pues la elección no 
es el fin, sino el medio, mediante el cual se accede al poder, 


especificamente para el desarrollo de una gestión. cuyos 
resultados deben ser evidenciables. | 

Cuando es evidente una persistente crisis de gobernabilidad, 
mezclada reiteradame on los sutile3*somponentes de carácter 
ético -político,«ómgel de cohonestar co grupos económicos al 
margen de la ley, con cuyo concurso se aya accedido al poder, 
sin duda alguna el Gobierno-se há tornado ilegítimo, no solo por 


Sus acciones en si mismas, sino porque la falta de credibilidad y 


de confianza por parte de los gobernados lo conducirá necesa- 
riamente a la ingobernabilidad. 


Cuando un Gobierno ofrece un programa o proyecto social 
ue promete realizar y no se visualizan resultados positivos, 
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ientras los problemas se agudizan aceleradamente y la 
ineptitud e inercia se manifiesta, en igual forma se coloca frente 
eno que en los países desarrollados 
conduce necesariamente a la renuncia. Tanto en este caso como 


en el anterior, la conducta más representativa ha sido la de 
aferrarse al poder, cuando simultáneamente se pierde el apoyo 
institucional aun de los propios miembros de su partido. 


Aceptar responsabilidad y facilitar soluciones realistas es un 
roblema de ética- política muy poco común al contexto 
politiquero de Ta América Latina: e 


6- AUSENCIA DE CREDIBILIDAD 7 


Cuando los gobernantes han perdido credibilidad porque han 
pisado terreno cuestionado por la ética y la moral política y 
porque la mayor parte de sus esfuerzos los gastan en la tarea de 
mantenerse en el poder, pierden sin lugar a-dudas su eficacia, 
contribuyendo a poner en tela de juicio su validez y en conse- 
cuencia el pueblo podría declara su ilegitimidad, por cuanto se 
ha desvirtuado el fundamento teleológico sobre el cual se ha 
sustentado su elección. 


En este acontecer los Gobernantes como ya se dijo, tratan de 
aferrase al poder por la fuerza quitando validez a las institucio- 
nes democráticas que les incomodan y asumen con la mayor 
naturalidad, el síndrome del reformismo constitucional para 
convalidar su permanencia, buscando afanosamente apoyos 
populares en sectores vulnerables, utilizando con tal objeto el 
presupuesto público que a mediano plazo experimentará 
significativos y notorios desequilibrios. 


Es esta la crisis de legitimidad del Gobierno, agravada por 
una imagen social en creciente deterioro, que recurre sin 
menoscabo alguno al autoritarismo, a la censura de los medios y 
al revanchismo partidista, que en los ámbitos académicos se 
denomina populismo de derecha cuyo régimen no hace otra cosa 
que proteger los antiguos privilegios y ventajas que el moderno 
constitucionalismo les ha quitado. _Aquí el pueblo tiene una o 


Opción consagrada institucionalmente ie desde los comienzos de la, 


Democracia Liberal, cual es la resistencia a la opresión y la 
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llamada desobediencia civil, cu o único cause 
revocatoria del mandato en los. términos y con 
consagrados en el ordenamiento vigente, aplicable solo 
restringida a ciertos funcionarios. 


a legitimidad del Gobierno garantizada consti 


pierde el control sobre las libertades. derechos 
ciudadanos, situación ante la cual se debe pro 
midad. : 
Con el objeto de caracterizar la ilegitimidad del 
han observado comportamientos de diversa índole; qu 
nada que ver con el drama humano que viven 
personas, sin salud, educación techo ni condiciones [mas 
vida y menos, una acción definida contra una guert 
declarada que se vive en la Mayor parte del territorio N: 
Las políticas sociales no ti 


pobreza y ante 
que sólo le preocupa su 
ás técnica de usurpar el p 
S adquiridos en el exterior para ¿ 
público. Poe á-decirse q 


r Sid 


TO 


O eleg 
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Pero no solo la falta de eficacia del Gobierno, ni la falta de 
credibilidad, sino la corrupción y el sofisma de la ingobernabili- 
dad es lo que caracteriza la ilegitimidad del Gobierno. la clase 
política que ostenta el poder facilita y asegura los privilegios de — 

“unos grupos económicos agarrados de los beneficios del estado 


“que Se aprepian-—directa o indirectamente de la multimillonaria 
A 


inversión social de Estado, constituyéndose en cómplice, 
posible atribuir legitimidad a un Gobierno con tales característi- 

Mientras esto sucede y mientras los niños son secuestrados 
desaparecidos O asesinados en repugnante cadena de atrocidades 
en un sistemático aniquilamiento de nuestra niñez, la clase 
política asociada en publico contubernio, Gobierno y Congreso, 
trabajan afanosamente por leyes que pongan término a sonados 
casos judiciales o conceden beneficios penales de carácter 
excepcional, amnistías, indultos o rebajas de penas para los 
delincuentes políticos que han realizado campañas ¡legales y han 
llegado al poder en nombre o como voceros de grupos y 
personas al margen de la ley, que poco o ningún interés tienen 
en la realización de los derechos y garantías constitucionales de 
la mayor parte del pueblo. 


7- INDICADORES DE ILEGITIMIDAD eS 


Una sociedad que cree en si misma y en sus gobernantes no 
solo rechaza la inmoralidad y la ineficacia, sino que lucha por 
eliminar todo aquello que le amenaza. Por el contrario, un 
pueblo desmoralizado perderá sus principios y la filosofía misma 
de su acontecer. Para mal o para bien de muchos, Colombia ya 
no cree en sus dirigentes porque la clase política no ha superado 
el compadrazgo partidista, la complicidad de intereses, el 
procerato provinciano, el cacicazgo y el delfinato. Conocido es 
por todos, que Gobierno honestos gozan de total credibilidad, 
precisamente porque manejan criterios tecnocráticos, informa- 
ción verificable, controversias sociales y científicas, OPInión 
independiente y democrática, mientras aquí solo se discuten 
privilegios y reparto presupuestal. No es preocupación de la 
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15 DE GOBERNABILIDAD 9 


at is de la INGOBERNABILIDAD no es otra cosa 
ra de legitimar las deficiencias y limitaciones de un 
ébil e inepto para construir un Estado de derecho 
Ante la inconformidad manifiesta y ante la falta de 
curre Casi Siempre a estos curiosos estereotipos 
emocracias eficaces y corruptas. - 


no no ha podido controlar la violencia generalizada 
cos de normalización, en un tiempo previsible. 

le entidades internacionales presentan cada día 
nocidios, asesinatos, asaltos, secuestros y toda 
es que involucran también a los encargados de 
n y la legalidad. Todo esto conduce a la pérdida 
ad del Gobierno y al escepticismo sobre su 


lad del gobierno se desprende de la autoridad 
res, pues cuando estos se encuentran limpios de 


ón o sospecha, pueden obviar las dificultades de 
stado. El pueblo puede tolerar e incluso apoyar 


usivamente por el bien común. 


líticos que no provienen de la élite tradicional, 
y decidido enfrentamiento contra los agresores 
terminan generando legitimidad, credibilidad y 
ndo demuestran honestidad y disposición para 
is del bien común. 

anos también se han acostumbrado a mentir. Pero 
ás, a sí mismos, y no para divertir sino para 
la dura realidad. Han pasado décadas mintiéndo 
s fundamentales en la sociedad: la guerrilla, el 
a corrupción, las violaciones de derechos 
inequidad. La negación sistemática de estas 
hizo desaparecer; las hizo crecer desatendidas. 
' ambiente generalizado de desconfianza. La 
colombianos da por sentado que el gobierno 
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blemática de la corrupción y de la ineficacia del 
cisa fundamentalmente en la consideración de los 
's del Estado y en la valoración de su actividad y 
'S ltados; por tal razón se hace en el presente trabajo 
alización previa sobre el concepto de Estado Social. 


vo : 
"INES ESENCIALES DEL ESTADO da 


n de ser, la legitimidad y la misma validez del Estado 

1 explícitamente formuladas en la Constitución de la 
1 también su juridicidad y los lineamientos de su 
Es así como en la carta política se señalan como fines 
omo fines sociales y como objetivo fundamental de 
_del estado: el logro del bien común, que es lo 
decir la satisfacción de las necesidades, como 
las básicas, para todos los ciudadanos y en muy buena 
¡Ta consecución de la paz para todos aquellos que viven 


)rimer grupo de propósitos del país fracasa, todas las 
npresas del segundo, del tercero y de todos los demás 
“propósitos fracasarán de manera irremediable y no 
le garantizar la efectividad de los principios, derechos 
de los ciudadanos. Según la célebre caracterización de 
istado se define como la estructura o grupo político 
ica con éxito el monopolio de la fuerza legítima, 
con ello a superar el policentrismo del poder en 
"su concentración en una instancia; en parte unitaria 
A este carácter específico se añaden dos rasgos: la 


0 


nde por Estado Social el ordenamiento político que atribuye -al poder del Estado 
ente sociales orientados a la eficaz prestación de los servicios públicos y a la 
> las necesidades fundamentales de la población que se materializan en e 
¡ENERAL y en el mejoramiento de la calidad de yida de t0d05 los ciudadanos, 
ue el interés social, o interés general tenga prevalencia sobre el_interés 
la búsqueda de la Convivencia y de la Justicia Social. 
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público necesario en un estado social, sobre el que éste ha 
poyarse para satisfacer el de derecho: efectivo y satisfactorio 
plimiento de la responsabilidad de conformación de la vida 
social a tenor de los valores constitucionales" . 

Pertenece igualmente a los fines esenciales del Estado la tarea 
de facilitar la participación de todos en las decisiones que los 
pe afectan y en la vida política, económica, administrativa y 
cultural de la nación, lo mismo que asegurar la convivencia 
pacifica y la vigencia de un orden justo. (Artículo 2. Constitu- 

ción Nacional.). 

Cuando se trata del Estado Social de Derecho, denominación 
que el constitucionalismo contemporáneo ha asignado al máximo 
ente político, no cabe la menor duda que su legitimidad radica 
en la capacidad para resolver los problemas y conflictos sociales 
es decir su eficacia desde el punto de vista de la justicia social. 
E cancaad der Estado para cumplir su fin de 
ordenación social esto es su efectivo servicio a la colectividad. 

El moderno constitucionalismo ha sist siva- 


moralidad, eficacia, economía, : parcialidad, 
coadyuvada con los modernos instrumentos administrativos de la 
descentralización, la delegación y la autonomía local. 

El politólogo Konrad Hesse ha considerado que "la creación 
y distribución de competencias y funciones constituyen el 
presupuesto mismo de la actividad estatal por lo tanto la 
legitimidad del Estado depende de su eficacia en el cumplimien- 
to de sus fines. Esta eficacia se materializa en resultados 
evidenciables en el bienestar general y en el mejoramiento 
progresivo de la calidad de vida de toda la población"”. 

Los tres puntos anteriores convergen en la realización de los 
Objetivos esenciales del Estado, a sus finalidades sociales y al 
objetivo fundamental de su actividad que es la realización de sus 
— ——— AA 

e Ibid pág. 78 Hi 

Xifras Heras, Jorge. "Introducción al Estudio de las Modernas Tendencias Políticas. 
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rio de la ley y la llamada división de las ramas 
¡co como garantía de la expresión de los intereses 
Eran suficientes los partidos políticos y la 
m Estado de derecho, esto es respetuoso de las 
antea que la legitimidad no puede descansar solo 
mo electoral, sino se requiere una legitimidad de la 
en resultados de aceptación social y al lado de los 
cos se han desarrollado otras formas de organiza- 
reforzamiento de la democracia participativa a 
el manejo y gestión de las instituciones buscan 


es, su visión del mundo, sus valores básicos, sus 
ociales y políticas, se han transformado substan- 


cuales han evidenciado la brecha entre la sociedad 
tado con su consecuente crisis de legitimidad, 


der o mantenerse en el poder. 

sponsabilidad social ha modificado la estructura misma 
do, su razón de ser y su legitimidad, pues la carta 
señalado con toda claridad en sus fines esenciales, 


aspectos que constituyen fundamentalmente, su 
idez y por tanto su legitimidad en el marco de un 
Jto Ccaracterizante del Estado que es la responsabili- 
complementaria de la ya reconocida responsabilidad 
A _—— 


O 


Y 


s son la prestación de los servicios públicos y en la 
e ellos crea vínculos que mantienen la cohesión de 
, a pesar de que el Estado Soberano nitario ha 

zado por una corriente pluralista, más de función 
r político, cuyas fuentes de egitimidad se ubican en 
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> Nubnseja modificar la condición humana, 
normas jurídicas. Estas no sirven de pauta 
nto Un las anima no es el del bien social. 


A DES SOCIALES DEL ESTADO fe 


n política señala que los servicios públicos son 
ea social del Estado y considera en forma 


el mejoramiento de l: la calidad — 


E arámia de seguridad cial justicia 
al y prelación del interés social sobre e 
Ss por definición un Estado Social de 
> que se armonice la teoría la práctica 
s en el evento de que el Estado no sirva a los 
ignados a él por la Carta Política, pierde su 
su idez, pues se trata de un Estado que no 
es para los cuales está diseñado. 
del Estado y su legitimidad no son otra cosa 
:nestar general, justicia social, igualdad de 
un nuevo modelo de organizació 
legitimidad son dos conceptos recíprocos, 
la desigualdades sociales y mejorar 
a calidad e a vida especialmente de los 
es de la pobla 
gitimidad :E o se materializa en el 
fines sociales, esto es el bienestar genera! y 
is necesidades sociales cuando estos fines se 
tados materiales, como consecuencia de Une 


o de la legitimidad del poder político, es el 
de los gobernados, la aceptación, la credibilidad 
obernante, cuando este se orienta eficazmente a la 
1 Bienestar General. El consentimiento popular; 
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fundamenta el gobierno democrático, pues supone el logro de 
los objetivos fundamentales, el trabajo honesto de los gobernan- 
tes y la forma como sus líderes trabajan por el interés general y 
el mejoramiento de las condiciones de vida. y 
El nivel de aceptación y de credibilidad en el Estado « 
condición indispensable de la legitimidad del poder; es p 
de la aceptación popular, dado que cuando el poder rt 
las exigencias de su finalidad política, crea una atmósfer: 
confianza que determina el reconocimiento o la adhesión de |. 
gobernados. E 
La aceptación y la credibilidad son los vínculos que unen e 
Gobierno Democrático, al pueblo con sus gobernantes 
ponen de manifiesto -sin crearla- la legitimidad del 
aceptación y la credibilidad no fundan el poder del 
ratifican, lo consolidan; por lo tanto admiten la 
cuando reconocen el buen fundamento de sus fines y la | 
de sus medios. La aceptación es la prueba fehaciente de la 
existencia de un poder legítimo. , 
Las clásicas instituciones Jurídico - Constitucionales 
apenas un instrumento que canaliza la actuación de la volu 
popular hacia metas concretas de Bienestar General, pu 
Estado Democrático y el mismo Gobierno Democrático ha 
conformados por el pueblo y para el pueblo 
finalidad de alcanzar el Bien Común. Todo lo 
los fines del Estado y sus funciones se han transf 
evolucionado hacia el llamado Estado Social 
moderna estructura política orientada fun amentalmen 
bienestar general y hacia la 


Tas ne 


escarga sus responsabilidades en la satisfacción de 
dades sociales en la lógica del mercado. la cual solo C 
ea 105 Orar desequilTo desequilibrios materializados 
destgualdades sociales, que hacen imperceptibles los 
¡gualitarios y de responsabilidad colectiva. 
La solución de necesidades insatisfechas en salud. 
ción, saneamiento ambiental y agua potable, es precisamer 
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e edo con suficiente claridad como 
! actividad del Estado del cua] S 
Ema su propia legitimidad, pues no tendría 
ato estatal cuando no está orientado a dicho 
ctividad fundamental. Señalar la legitimidad 
o aumenta geométricamente la pobreza, la 
ninistrativa y la ineficacia del Estado es tarea 
es cuando el Estado está comprometido en 
us fines y al objetivo fundamental de su 
co que deja de cumplir o cumple apenas 
funciones específicas lo cual explica el 
la justicia, las obras públicas, la seguridad 


igna la solución de necesidades insatisfechas 
ticulares, se hace mención a su finalidad al 
común recogiendo las tendencias e intereses del 
se pueden considerar en el mundo contempo- 
es fundamentales del bienestar general y del 


calidad de vida, el objetivo fundamental de 
do según la carta política se entiende así: 

¡a necesidades insatisfechas de salud. * 

s los sectores y regiones donde no hace presencia 


¡stituciones de salud évidenciándose la casi 
de seguridad social con el consiguiente 
, personas frente a los principales tiesg0 
la enfermedad, la carencia de recursos para 
cción de arvérez, los accidentes de trabajo, 
rofesiona es, invalidez, maternidad, cargas 
contingencias que no tienen hasta € momento 


specialmente en la población rural. Aun se 


- ia de enfermedades, desnutrición, yn 
2 vida de la población, mortalidad infantil, es 
riamente deficiente por condiciones as 

a de medicamentos y personal mico aio 

o hablar allí de la legitimidad ación con 

vo fundamental de su actividad en re 
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las necesidades insatisfechas en materia de salud, se hace cas; 


inexistente? y. 
2.2- Solución de necesidades insatisfechas en educación. 


Colombia quedó en el penúltimo lugar en un estudio 1 
cional sobre matemáticas y ciencias después de examinar m 


j ón-de estudiantes y doscientos cincuenta mil mae 
LA arenta ON países. Mientras las autoridades del país 
impertérritas ante tamaño descalabro e insistiendo 


ergencia, tales como los diez puntos de Clinton ; 
salvación de la educación estadouni del siglo XXI. 


bución del ingreso, restringi tás posibilidades de acc 
capital y al trabajo, no ofrece garantías de tranquilidad « 


largo plazo. Y el país padece todos estos males. 
en Colombia no se restringe a los problemas de lu 
La raíz más profunda de la desigualdad social que 
debajo de la violencia es la limitación de acceso a una ed 
con la calidad necesaria para abrir esperanza real a qui 
reciben. Por esto, la educación debería ser el asu 
central en cualquier sociedad civilizada. 


ha priv 
elitizado; la deserción escolar es significativa y lo ná in 
te no hay ninguna congruencia entre los contenidos que 
el sistema educativo y las necesidades reales de fo; 
instrucción. Se ha demostrado que en América Latina, con 
te en el que la mitad de la población es trágicamente miser 
la mayor parte de quienes consiguen terminar el bachillera 
luego asistir a las universidades pertenece a los niveles soc 
medios y altos, mientras el porcentaje de pobres que los 
mismos resultados suele ser bajísimo. 
En rigor, donde los Estados deb 
en capital humano con el objeto de 
las grandes diferencias sociales, 


en hacer su mayor i 
reducir la pobreza y 
no es en el terreno 


h 45 
e o primaria y la secundarj 
:s e edad, pues es en esa e 
AS , se adquieren los hábitos y hs 
e o que luego les Dermiirán a 
e o n uen ] 
e OS ciudadanos y en 
mo o Social del Estado sigue 
a GIO, el acceso a ello sigue siendo 
alidad deja mucho que desear lo cual 


e injusta descriminación que le resta 
O. 


e la cultura y la civilización, con fallas 

V 1 internacional lo catalogan como un país 
que no ha podido asumir los retos de 
e hace más restringido el acceso a la 


y ambiente es un problema del Estado y 
“diversidad, magnitud y complejidad 
) un problema de la humanidad que debe 
s públicas a mediano y largo plazo. Para 
, el deterioro ambiental en las áreas urbanas y 
nano con el agotamiento inmisericorde de 
pues el medio ambiente, se encuentra 
de las propias necesidades y conductas 
nen el entorno natural. 


BLICOS Y GASTO PÚBLICO 


una 0, 3N 
es la legitimidad del Estado, 


l de su actividad se encuentra 


derivada del 
significativa” 
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IEDAD CIVIL Y ESTADO SOCIAL 


t 


Olombia como en el resto de los países occidenta- 
el estado y el desdibujamiento de la política y de 
as de partido, han hecho que la sociedad civi] y la 
pación ciudadana se erijan entonces como la alternativa 
dora, como la panacea de todos los males que aquejan la 
ad de cuya situación caótica y conflictiva se acusa al 
, a la política y a los políticos. 
ste retorno ambivalente de la sociedad civil, esta búsqueda 
Inces de la participación ciudadana y comunitaria, está 
enmarcada en el antiestatismo y la despolitización; lo social se 
pone a lo político, la democracia participativa a la representati- 
va, las organizaciones comunitarias a los partidos, los ciudada- 
s alos políticos, lo local comunitario a lo nacional. 


Pareciera como si el Estado y el sistema político hubiesen 
ado de ser el centro, el eje estructurante de la sociedad, el sol 
- entorno al cual gravitan y se organizan los demás subsistemas y 
ese centro fuese ocupado ahora por la llamada soci vil”. 


pción de Jas categorías de sociedad civil y participa- 
ción comunitaria en Colombia no son separables del triunfo de 
una imagen de la sociedad concebida como comunidad integra- 
da, homogénea, identificada en torno a la pervivencia de valores 
comunes y de sólidas identidades culturales y organizada 
alrededor de propósitos de mejoramiento de las condiciones de 


vida específicamente de aquellas ligadas al mundo de la 
necesidad. 


14 Lechner, Robert. La política ya no es lo que fué. En: Nueva Sociedad. Caracas, 
1996. No.144. Pág. 104. 


15 Op.Cit. Lechner, Robert. Pág. 114. 
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Han llegado a ser tan fuertes estas imágenes y Ccontraim: 
nes que hasta los políticos profesionales empezaron a llamars. 
"cívicos" y a buscar alianzas con movimientos sociales 
organizaciones comunitarias para mejorar su deteriorada 1: 
pública y no es casual que los perfiles de los candidatos 
mayor consenso electoral sean precisamente los que se sit 
este registro. 

Estos nuevos sujetos colectivos son los actores centrales d 
democracia participativa, convertidos mediante la constit 
del 91 en sujetos normativos y son también los interlocutc 
los gobiernos que pactan con ellos la gestión de p» 
puntuales de mejoramiento social diseñados la mayoría « 
veces desde ámbitos gubernamentales ajenos y lejanos. 

El locus del discurso fue radicalmente antipolítico y 
términos cívicos y comunitarios se convirtieron en una mai 
de señalar distancias, de establecer fronteras, de prod 
diferenciaciones con un opuesto absoluto; la p 
políticos y los partidos. 

Un proyecto explícito de recomponer el tejido soci: 
molecularizado, una manera de otorgarle alguna 
eficacia al estado de derecho, de proveer márgenes acept 
gobernabilidad, de recrear la democracia desde la base 
pirámide social; es decir más que eso de espaldas a todo 
pudiese evocarla. 38 

Por este y otros motivos se ha afectado seriamente el « 
de los movimientos sociales y de las organizaciones 
rias pues de alguna manera, se los ha cargado con la 1 
lidad de transformar la sociedad, de cambiar el n 
resolver los problemas sociales, de darles salida a los d 
estructurales, de relegitimar el estado, de hacer «e 
democracia; pues al fin y al cabo, fueron imaginados 
panacea, como el nuevo paradigma de la acción 
imaginario que se formó en torno a ellos fue más allá d 
propios intereses, del carácter particular de sus dema , 
propósitos y de lo que objetivamente podían hacer en un 
sociedad turbulenta como la colombiana. E 

Lo que está en cuestión y lo que resulta pertinente 
ahora es si lo social puede substituir enteramente a lo po 
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ÓN 
E E a pa: lo particularizado, 
: OCer Intereses colectivos 
pueden establecer relaciones con 
lico, que es por esencia político 
cla que si bien ya no opera como 
| l, puede al menos "articular y 
a parcialmente desvirtuada cuando se 
e establece entre la llamada sociedad 
ácter esencialmente instrumental y 
S D1IdO que estas organizaciones y sujetos 
s que no han tenido su génesis en el 
us propias decisiones, definir sus 


zación también actúa en sentido 
s negocian con los organismos de 
teresa, son capaces de repetir el 
los quieren oír, se comprometen con 
ropone sin que ello signifique que 
“a menudo juegan con distintas 
unstancias en las que actúan". 

y administrativo de los nexos que 
nto de carácter más técnico que 
uenos rendimientos tanto en la 
stado como en la solución de las 


. Madrid. Alianza Universidad. 1991. Pág.125- 
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necesidades específicas de los actores sociales pero no 
reemplazan la dimensión pública y común indispensable ra 
pensar cualquier forma de autonomía; además, en los ej: 
gestionarios O si se quiere autogestionarlos con presencia 
gubernamental, casi siempre se insinúa una relación más 
vertical que horizontal, así se trate de la participación « 
actores colectivos en las juntas directivas de las emp S 
servicios públicos, en las juntas administradoras locales y 
los consejos administrativos de planeación, que son 
experiencias de mayor ámbito y cubrimiento en la his 
reciente del país”. HN 

El otro aspecto que pone en cuestión la supuesta auton 
de la sociedad civil o de los sujetos colectivos, es : 
afirmaciones en contrario, los que entran en relación 
precisamente la sociedad civil y el estado, sino actores si 
específicos y gobierno y más que con el go 
conjunto con ramas menores o colaterales de 
árbol burocrático del ejecutivo; así, si bien en los 
puntuales de esa relación pueden darse procesos de 


acción del gobierno en su conjunto sobre la cual los : 
sociales no tendrían mayor control o incidencia”. 

Pero no es únicamente frente al gobierno donde la autono- 
mía de la llamada sociedad civil se pone en cuestión; también 
lo está con relación a los poderes armados que se U 
control del territorio nacional; en las zonas de 
guerrillera, las organizaciones y los actores sociales 
subordinados a la macro lógica de la relación amigo 
y de poco valen sus declaraciones de "neutralidad 
igual cosa ocurre en las áreas de "reconquista 
donde además de obligar a la población a inscril j 
propuestas de guerra, le están ofreciendo p ; 
mejoramiento social y desarrollo económico; es decir, se stá 


19 y 
er arpa Carl. El concepto de lo Político. Madrid Alianza Universidad. 


2 Ibid. Pág. 138. 
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51 
erigiendo en los nuevos interlocutores de los actores sociales 
que continúan viviendo en las zonas controlados por ellos" ale: 


El localismo, lugar fundante de nuestro des 
desde la independencia y trama social donde se formaron 
alimentaron las clientelas y los gamonalismos, se vuelve En 
inusitada fuerza ahora no sólo porque lo local es el universo de 
gran parte de estos sujetos colectivos sino también porque es en 


los miCrOESpacios donde el modelo de democracia directa 
participativa se hace posible”. 


arrollo político, 


y 


Estos sujetos colectivos, de cuya importancia y significación 
nadie puede dudar, como tampoco de su papel dinamizador de la 
vida local, cuentan con ciertas restricciones que quedan veladas 
y obscurecidas por el imaginario ambiguo que las coloca en la 
vanguardia de la transformación del orden vigente; limitaciones 
referidas a los alcances de sus intereses específicos; por lo 
general circunscritos a las necesidades insatisfechas; por el 
sentido parcial de sus propósitos, así éstos sean de corte 
universalista (grupos feministas, ecologistas, defensores de los 
derechos humanos, pacifistas) por el ámbito restringido sobre el 
cual piensan y actúan (localidades, vecindarios, regiones), por el 
carácter sectorial de sus demandas y por último por sus nexos 
circunscritos O a sus pares o iguales o a las entidades guberna- 
mentales, lo que de hecho lo priva de confrontarse en espacios 
amplios y públicos, es decir, los espacios de la política con 
intereses y actores diversos y antagónicos”. 


De ese imaginario y de la manera como reinventa las accio- 
nes y las prácticas sociales de los actores colectivos, no solo 
están ausentes nociones tan importantes como la política sino 
referentes espaciales como la nación y asuntos centrales como 
las grandes decisiones; las macroeconómicas; las de la paz O la 
guerra; las de los proyectos políticos de futuro (si los hubiese); 
las de las grandes reformas sociales (agraria, urbana, fiscal 
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Ze Ibid. Páginas 131. 


itorié 1dos. 
y Tenzer, Nicolás. La Sociedad despolitizada. Barcelona. Editorial Pal 
Págs.17-20. 


3 Op.Cit. Tenzer, Nicolás. Pág. 21-25. 


1992. 
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7 
L DE DERECHO Y EST 
JE DERECHO dl 


: de Derecho, cop 
2n al respeto inquebrantáble a un 
29recido, en el cual se 
eno: fundamentales de la persona 
debido proceso en las actuaciones 
onales. Estado de Derecho se 
- Sistema jerárquico de normas jurídicas 
principio de legalidad, /la separación de 
cimiento de la personalidad jurídica del 
de la actividad pública a un ordena- 


ocial con gran prelación del interés 


1 el propósito fundamental de 
tisfechas de la población”. 


caracteriza además de social, como 
por. su respeto inquebrantable al 
un todo jerárquicamente estructura- 
ial relevancia la afirmación de los 
persona humana y la responsabili- 
para garantizar a los particulares sus 
o Social es el Estado solidario que 
sociedad en la medida en que 
7 que no se sustenta en el poder sino 


ed 5 
alidad dela Organización Constitucional Democrátic 
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A O E HhuincC! On 
en la función 


stado Social 


Entre tanto 
social de dere 


realización, pero 1 
configuración del Estad ) 
por la puesta en marcha 
libertad “positiva” de 1 
fácticas de distintos movimie: 

En lo que se refiere aquellos p 
del estado del bienestar, se dice hoy 
estado procede en muy buena m de 
pacto originario, establecido en el estado 1 
cual éste se comprometía a garantizar el re 
de los ciudadanos, sin apoderarse en ningún 
civil. El estado del bienestar. Por el contrario, 1abri 
pacto, conviertiéndose gradualmente en estado int 
estado providencia, estado fiscal, megaestado” 


El Estado social es por esencia formulador y ejec 
políticas sociales, generador e incentivador de la act 
E RANA 


64 z . . 
pe Cortina, Etica aplicada y democracia radical, Pp. 147 y ss. 
P.F. Drucker, La sociedad Poscapitalista, Madrid, Apóstrofe, 1993. 
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roductiva, promotor de una ética de la solidaridad social que 
permita la interrelaci ntre la propiedad, el trabajo, la 
seguridad socia orma que se garantice la eficacia, la 


justicia social y itativa prestación de los servicios públicos 
esenciales. 
Det 


2- ESTADO DE DERECHO Y ESTADO LEGAL 


La democracia occidental señaló como príncipios configura- 


dores del Estado de Derecho: Legalidad y responsabilidad eE 
administración, sistema jerárquico de normas Jurídicas; 


separación de poderes, reconocimiento de la personalidad E 
/jurídica del Estado, garantía de los derechos constitucionales. 


7) 


reconocidos control de constitucionalidad de las leyes, sine) 
embargo la sola subordinación de la actividad pública al 
ordenamiento positivo, no constituye la esencia del Estado de 
derecho, pues esto significa simplemente la presencia de un 
estado legal*. 

El concepto jurídico político de estado de derecho reclama 
un contenido más sustancial referido a sus atributos sociales 
que son aquellos que separan el concepto de derecho y el _ 
es eo o oderderelo y: Mientras el derecho es un orden de relaciones 
sociales que aspira a realizar la convivencia y la justicia; la ley 9) 
no es sino un medio para indicar _al hombre, dónde está 

O A PAN 
derecho sobre el Estado simplemente legal y la razón por la 
cual modernamente se le ha denominado ESTADO SOCIAL 

é EC o, 


DE DERECHO. 
EE 


La injusticia social y la corrupción hoy representan un 
retroceso en la civilización, una de cuyas conquistas es la 
armonía entre lo que es justo a la luz de la razón y lo que es 


legal a juicio de los legisladores. Toda teoría del Estado de 


Derecho tiene como finalidad tutelar efectivamente los 


derechos y deberes de los seres humanos para librarlos de || 


uienes quieren atropellarlos, inc uyendo a los funcionarios del 
«Estado AS 


Á——__A O MA. Gs A 


2 Jellineck G. Compendio dela Teoría General del Estado. México T. 1. Pág. 321. 
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a soberanía (es decir, la capaci 


ys 

a Recordemos due, un pueblo) no es un derecho; 
ado por Ta soberanía de 

TN 70 Tos derechos naturales fundamental 

e: y por el bien común nacional e Internacio 


Como se planteó formalmente en la e K | 
del Constitucionalismo frente al Estado y de 
nos". Los clásicos principios configuradores de 
sufrieron una profunda conmoción al consolid 
estructura política orientada hacia la búsque 
general y de la justicia social que dieron lu; 
Constitucionalismo contemporáneo a la d 
esenciales, los fines sociales del Estado : 
mental de su actividad”. 

Cuando el poder político involucra, es 
objeto central de su actividad se está 
bienestar general se asume dentro del Esta 
cual significa que la seguridad jurídica € 
coexiste armónicamente con la justicia y el | 
que en último término de allí deriva su leg 


Ahora bien, los límites del estado liber 
ren el paso a un estado social de derecl 


pueden defender y respetar los derecho 
dice que son iguales desde la pura 
exigencia de una igualdad de oportu 
tener claros matices “materiales” 
realmente la igualdad de oportunidad 
que paulatinamente va dejando de s 
convertirse en tarea esencial del | 
legitimidad. Y es en este punto 
estado social de derecho». ' 


———— CN 


29 
Rodríguez O. Juli TT LN 
alos Ciudadanos. Bogotá PUAO ER apel del Constituci 


yl 
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3- ESTADO Y SEGURIDAD JURÍDICA 154% 


Las profundas transformaciones que se han producido en las 
últimas décadas en la estructura global de la sociedad, han 
puesto en entredicho nuevamente la acción del estado frente al 
derecho y frente a la justicia social, pues no hay la menor duda 
que la seguridad jurídica constituye una seria limitación o un 
freno poderoso para evitar las grandes políticas sociales que 
deben restringir el indebido ejercicio de las libertades y derechos 
fundamentales y particularmente del tradicional derecho de 
propiedad. Si no existe un sistema real y efectivo de respeto por 
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tales derechos y libertades, no hay democracia ni tampoco 


Estado de Derecho. 


En este contexto el moderno Estado social de derecho debe 
armonizar la seguridad jurídica con el interés social y lograr en 
forma progresiva que el interés general se imponga sobre el 
interés particular antes de que se agudice la reclamación 
constante del pueblo de que no satisfecho con la seguridad 
jurídica reclama la seguridad a social. 


4- SEGURIDAD ECONÓMICA 


Si esto es posible, la acción del Estado estará orientada hacia 
una economía social como objetivo fundamental de su interven- 
ción, pues debe asumir los riesgos sociales involucrados en la 
satisfacción de las necesidades fundamentales y en la búsqueda 
del bienestar colectivo, teniendo en cuenta que la sociedad actual 
es una sociedad planificada en donde la autoridad estatal, 
consciente de sus obligaciones sociales puede elegir libremente 
las prioridades económicas y sociales, involucradas en calidad 
de vida de la población, el empleo, la salud, la educación y la 
vivienda social, coadyuvado por los recientes consagrados 
derechos de participación y en el campo político de la democra- 
cia local. 

Los programas sociales señalados en los planes nacionales de 
desarrollo, siempre se han quedado en el ya conocido laberinto 
burocrático, en la tramitomanía y la corrupción. El Fondo 
Monetario Internacional, ha reconocido que las acciones contra 
la pobreza han sido insuficientes y casi inexistentes, razón por la 
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| se inclinan hacia políticas que | 

e e ENESTAR SOCIAL a su ml fran > 
NN antes de que en los próximos años el Problema se 
agudice y sea incontrolable. y 
El crecimiento dramático del desempleo como efecto de de 
ya conocidas reestructuraciones de personal y los despidos 
masivos, en las entidades estatales con el fin de ahorrar costos, 
ha generado una creciente insensibilidad social, espírit 
competitivo y la necesidad de acciones orientadas a la propia 
supervivencia y a la necesidad de participar en condiciones 
mínimas de dignidad de persona humana. 
Los ciudadanos y la población de bajos recursos ya no espe- 
ran la acción del Estado y recurren a diversas formas de: 
sobrevivir incluidas la delincuencia, la criminalidad y la 
corrupción por una parte, mientras otras apelan a la iniciativa 
privada para obtener el ejercicio mínimo de los derechos y: 
garantías ciudadanas lo que ha generado considerablemente los. 
programas de seguridad privada, salud privada, educación 
privada, justicia privada, etc. 
Esta decisión colectiva de las clases alta y media debilita al 
estado porque no están organizándose para pedir mejor prote( 
ción, sino que han creado fuerzas paraestatales, porque, Por 
lemor a las alzas de impuestos, se oponen al gasto público eN 
seguridad. El resultado de esto es que el Estado ha sido ineficaz 
para reprimir el crimen y la subversión, lo que ha llevado a qué 
el derrame de sangre y el caos aumenten. Por otra parte, € 
estado se ha debilitado financieramente porque los mayores 
contribuyentes potenciales no ven ventajas en pagar impuestos 
pete de ed obtener beneficios de ello. De esta Man 
ya io Cone ei resulta socialmente muy he | 
desde afuera la nora e os dinámicos que POLEA LES 
sino que esta solamente dedo y reforma pacífica de EN 
facciones reformi puede ser inducida desde adentro E 
caída, o por Tas de la clase política, que hoy está 
A beca externas violentas. 


una profunda reforma del esta 
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que un esquema efectivo de seguridad interna supone ante todo 
que el gobierno y los dirigentes políticos tengan legitimidad, 
que se erradique la Influencia del narcotráfico en la política, 
que se le pongan fin al clientelismo para asegurar que los 
programas sociales del Estado le lleguen al pueblo, y que 
exista eficiencia y equidad en los servicios públicos. 


El Estado Social de Derecho involucra el desarrollo social 
centrado en la persona, entendido el ser humano como un fin en 
sí mismo y no como un medio para lograr mayor productividad 
y riqueza material. En este contexto la finalidad o la esencia del 
estado social se entiende como la capacidad de generar condicio- 
nes de desarrollo humano en una colectividad política construida 
sobre realidades concretas de dignidad y de justicia qu 


edifiquen sobre valores como la solidaridad, la participación, la 
honestidad, la integridad, la transparencia y el compromiso de 
tal forma que el Estado ejerza una verdadera gerencia social con 


una profunda vocación de servicio a la comunidad, dinamizando 


as expectativas sociales en particular en los sectores más pobres 
e la población. 


2200 
5- LEGALIDAD Y DERECHOS POLÍTICOS pre 


El proceso político en Colombia y en otros países de América 
Latina, tendrá que formalizar el surgimiento de nuevos enfoques 
y nuevos modelos que hagan viable una legitimidad democrática 
idónea para estos pueblos. Los teóricos de las ciencias sociales 
tendrán como papel fundamental el de proporcionar las dimen- 
siones específicas y los indicadores para operacionalizar el 
nuevo concepto de regímenes políticos, forma de Estado y tipos 
de Gobierno que conduzcan armónicamente a la formulación de 
ideas y actitudes que dirijan la acción individual y colectiva 

la formas realmente legítimas y democráticas de acceder al 
Poder de ejercerlo o de mantenerse en él. El mito democrático 
Está terminando con la aparición de nuevas formas de organiza- 
CIÓN estatal y social que exigen formas participativas de ejercer 
el poder y Organizar la sociedad civil, pero fundamentalmente la 
Usqueda de mecanismos eficaces para que el Estado alcance sus 
Objetivos esenciales y sociales. 
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Tiene antecedentes en nue Stros. gía SS Políticos la deduce 
Aaidende utilizar procedimientos cemos 
que han sido parodia de la Epia LES 
legitimar su propia alineación. se 
constituyentes con el objeto de dar al pueb 
querido UN régimen que en realidad le 
alteración sistemática de la voluntad popula 
cación es claramente sensible en el 
democraci7 atribuirse la función de respet: 
ibertades, sin que pueda advertirse la util 7 
totalitarios y autocráticos que más bien c 
tar la soberanía del pueblo. ps 
En el momento histórico-po 
sociales mencionan ya la € 


convivencia pacífica y productiva. En otras palabras el trad 
nal sistema democrático está recibiendo el impacto 
tendencia que menos precisa las estructuras sociales y [ 
fraguadas en el proceso histórico del pasado y que luché 
¿a nuevas instituciones del poder político, relevo € 
ul eE a y un cambio sistemático de los val 
han dd NS y normas ya enraizadas de dominación 
Ada gar a una sociedad autocrática y políticame 


El poder es 4 ' 
un fenómeno emi ( 
, a nente 
fenómenos políticos son ES mente social y to 
ninguna sociedad puede sub 
poder, vale decir 


de los que obedecen. E 


ea A apari ste un asunto tan misterioso en S 

e cs el poder político, pues aún 
han logrado el dominio - de todos los hombres, unos pocos 
Regio: Sobre millones de seres en forma 


Acaba , 20d 


¿A AS 


voluntad común en el presente: Haber hecho grandes Cosas 
- Juntos, que avía más, he ahí las condiciones 
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social transitoria, €l pun empolitico en el cua 1, 
histórico traslada del titular habitual de dicho poder aj 
nario sin que por ello disminuyan en alguna 


titular or legitimidad, Conceptualmente se produce una 
medida SU arre lo político y lo jurídico. Al termino de esta 
AS aparece el derecho como una expresión de la 
manifestación SE su formulación general materializa 


en 

d soberana qué : 
ries constitucionales, Se declara como sentir colectivo, 
en 


como voluntad popular, que al recuperar su poder constituido 
utiliza tales normas COMO instrumento fundamental legitimador 
de su poder. En esta forma actúan dinámicamente poder 
constituyente y poder constituido, poder político y ordenamien- 
to jurídico, determinando inequívocamente la legitimidad. 


Esta argumentación jurídico -político tiene Sus propias 
limitaciones a la luz de la filosofía política, pues si bien se 
trata teóricamente del ejercicio de la soberanía cuyo titular es 
el pueblo, en la práctica en su sentido auténtico y científico 
este concepto es intrínsecamente ilusorio y conduce necesaria- 
mente a deformaciones conceptuales, sustentadas sólo en la 
universal y legendaria creencia de que la soberanía es un- 
concepto político aplicable. Se expone a continuación el 
tradicional concepto de soberanía contrapuesto a las modernas 
tendencias que han insistido en atribuirle nuevos enfoques y 
formas diferentes para materializar su expresión. 


Ernesto Renan presentó una definición aproximada sobre la 


Nación y sobre su soberanía en su concepto moderno afirman- 
do, que|Nación/es "tener glorias comunes en el pasado, una 


da a PAE Un pueblo. En el pasado una herencia de 
0 TEMO rdimmientos compartidos. Una nación es pués 


solidaria constituid qa 
a por el sentimie fic] ue se 
hayan hecho y de aquello nto de los sacrificios q z 


Lafsoberaní ue se está en disposición de hacer”. 
nÍ : : | 
tancias nod Una fuerza que nace del conjunto de circuns- 
omunidad políti 2 Nacionales en las que se encuentra lA 
Tiende a se ento dado de su existencia. 
r la ne 
fuerza política Preponderante y se caracteriza por 
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no depender en cuanto a su existencia de nin 
restablecido. No hay un estatuto del sober 
gobernante, hay un hecho: El poder de u 
dueña de las decisiones sobre el futuro decid 
misma de todo el ordenamiento jurídico. 

El carácter esencial de la soberanía es el poder constituyente 
coñ el cual soberano detenta el dominio de la idea de derecho 
“principio ordenador de la vida estatal. El poder estatal és distinto 
de los gobernantes y también del soberano. El soberano 
determina la idea del derecho válida en la sociedad política el” 


gún orden jurídico 
ano como lo hay del 
na colectividad que 
e sobre la estructura 


2d expresa la fuerza de esta idea: Los gobernantes | 
onen en práctica la fuerza de este poder, en conexión con los 
deseos del sober miéndose pues que el Estado es la 


otestad del poder institucionalizado, que ha nacido de la. 


Constitución y esta a la vez de su principio legitimador que es la 


Democracia. 
El poder para conformar el nuevo orden jurídico pertenece a 
los individuos investidos de él por la Constitución, es decir una 
legitimidad formal. En el segundo caso se trata de determinar 
donde se encuentra originariamente tal derecho; problema de 
gran profundidad en cuanto se trata de la justificación misma de 
la soberanía. La mayor parte de las doctrinas políticas modernas 


afirman que no hay poder legítimo sino es instituido por la 

colectividad tee propa, se enende” lo 1ige-Atadmmitir este principio, se entiende 
que la soberanía reside en el pueblo, coincidencia que-no-va-más 

allá de un reconocimiento externo a los derechos de la colectivi—_ 
dad, ya que cuando se trata de saber de que manera está la 

aS Concepciones se oponen irreductiblemente. 


a — La soberanía del pueblo tiene sus límites: está circunscrita a 

los señalamientos de la justicia ya la justicia de Tos derechos de 
70s individuos. La voluntad popular no puede hacer ser justo lo 
que es injusto, los representantes de una nación no tienen 
derecho de hacer, lo que no tiene derecho de hacer la nación 
misma. El asentimiento popular no podrá legitimar lo que es 
legítimo, puesto que un pueblo no puede delegar una autoridad 
de la que carece. El pueblo eligió a los constituyentes, estos 


'EvOcaron el poder a la clase política representada en 5 


- 


¡ble desterrar de 
carácter ilimitado 
é 'Orresponde a las 
EN ía no significa un 
e -rMINArse por sí 
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de decisiones será fuente de la legitimidad y por tanto, com- 
promiso y entendimiento para que las reglas establecidas sean 
acatadas, Obedecidas y aplicadas. Se trata del paso de una 
democracia representativa a una democracia participativa 
estableciendo mecanismos de participación ciudadana en 
escenarios diferentes al puramente electoral; lo cual será posible 
con la democratización de los gremios, los sindicatos, las 
empresas, la universidad y la misma administración pública, 
como ya se dijo. Se trata de construir una sociedad abierta, con 
igualdad de oportunidades, para intervenir en las decisiones que 
les afectan o interesan, dentro de un contexto de convivencia, 
respeto, libertad y tolerancia. 


Se espera corregir el error histórico de 1936 cuando se dio un 
significativo caso en la institucionalización de garantías sociales 
que nunca tuvieron vigencia y que hoy reclaman acciones 
concretas, puesto que [no es posible una sociedad libre y 
democrática mientras no' exista seguridad económica, segurida 
“social y derecho al trabajo. Superar grandes problemas so7i 
económicos será el mayor propósito de las instituciones 
políticas, tarea para la cual se deben adecuar en un estado 
socialmente comprometido. Las nuevas instituciones y el 
derecho de tutela darán viabilidad a un régimen de derecho y 
libertades, garantizados constitucionalmente, exigibles ante las 
autoridades respectivas por encima de intereses y entrabamien- 
tos, pues el Estado en sus políticas debe fijar claramente la 


obligación de distribuir equitativamente los recursos y dar paso a 
la justicia social, única vía para la reconciliación y una oportu- 
nidad para ingresar a la vida democrática e institucional, a la 


Ual se Te pueda atribuir legitimidad. 


El congreso debe adecuarse a las nuevas realidades, asumien- 
do una función más legitimadora y democrática en la formación 
de leyes a fin de que éstas respondan a los intereses de las clases 
menos favorecidas y que recupere su carácter fundamental de 
representar allí los intereses de las clases populares, y hacer 
efectivo el control político. Es también la ocasión para señalar al 
Estado directrices contemporáneas para su acción: La de 
armonizar el desarrollo económico con la conservación de los 
recursos naturales y preservación de un sano medio ambiente; la 
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ntífico y tecnológico y una 
ostra economía en un sistema 


ecisiva, como resultado de la crisis por 
mpo económico, social, político e 
otagonistas de problemas de enorme 
rometen a sus pueblos. En términos 
nm dilema crucial. Nuevas instituciones y 
¡ón que garanticen un crecimiento autososte- 
porcionen oportunidades de empleo para sus 
rápido incremento y sobre todo resolver la 


miseria. 


La desconfianza generalizada frente al el Estado de Derecho 

y el desprestigio de todo lo relacionado con el poder y la política 

- deja abierta la posibilidad de que se presenten situaciones de 

abierta contradicción entre gobernantes y gobernados que restan 

legitimidad a los fines sociales y esenciales que en la práctica 
cumple el Estado de Derecho. 

Es la eficacia social de 


Es 1 l Estado su principal componente de 
legitimidad siempre que + E h 


ella se materialice en soluciones 


adecuadas a necesidades insatisfecha 
Justicia social y Estado de Derecho sin ; 
d : 


, p I p g A 
colectiva y con ellas nuevos códigos morales, que utilizan € 


sistema emocrát1 un medio para alcanzar la justicia 


social y los fines sociales del Estado. 


IV 
LA CORRUPCIÓN COMO FACTOR 
DE ILEGITIMIDAD 


"Cuando se utiliza el Estado para sostenerse o perpetuarse 
en el poder, se pierde la noción de la responsabilidad política 
y del servicio público”. 

Según estudios del banco Mundial, a Colombia después de 
Nigeria y Bolivia se le considera en los círculos del exterior 
como uno de los países más corruptos del mundo, hecho que 
incide significativamente en el DESARROLLO SOCIAL, en la 
eficacia misma del Estado y de manera indirecta conduce a una 
verdadera situación de ILEGITIMIDAD del estado social de 
derecho. 


De una lista de 52 países, Colombia ocupa el tercer lugar: 
entre los corruptos. Esta percepción, del ámbito financiero y 
empresarial mundial, aparece en un informe de la Organización 
Transparencia Internacional (OTI), revelado por medios de 
comunicación a nivel mundial. 

En los últimos años la corrupción se ha convertido en una 
palabra de moda con variados significados, dependiendo del 
momento y la circunstancia. Para la mayoría hablar de 
corrupción es hablar de los políticos, sensación que con 
facilidad se puede explicar: es precisamente en los últimos 
tres años cuando más desprestigio ha rodeado a la clase 
política. Dirigentes entre los que se encuentran ministros, 
procuradores, contralores, alcaldes, y congresistas están en 
prisión y otros en libertad porque ya cumplieron la pena. En 
todos los casos, han sido protagonistas de las páginas 
judiciales por hechos de corrupción. 


( Una definición de corrupción la conceptualiza como el aprovechamiento de dineros y 
funciones públicas en provecho propio, bajo un disfraz de legalidad, irrespetando en forma 
continua y cínica los valores sociales y vulnerando poco a poco la confianza de los ciudadanos 
y su fe en las instituciones, con la evidencia de su impotencia para impedir Su acción. 
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comprar los favores del electorado, mantener contenta a la 
clientela y pagar favores políticos. Es ese político que a cambio 
del poder cede a la presión de un grupo regional, de un sector 
particular, de un sindicato o de un gremio de empresarios, y les 
otorga privilegios y dádivas especiales. 


Es también ese político que llega al gobierno hipotecado por 
los favores de campaña y acaba nombrando al frente de las 
instituciones del Estado no a los más competentes, sino a los que 
lo ayudaron a encumbrarse, acto de favoritismo que necesaria- 
mente se reflejará en la dilapidación de los presupuestos. Pero 
tal vez la más “cara” de las corrupciones sea la del simple 
ciudadano -millones de simples ciudadanos- que simula 
enfermedades que no tiene, para beneficiarse del seguro social; 
la de los médicos que se vuelven cómplices de esta desvergien- 
za, la de los pequeños funcionarios vagos o ausentistas que no 
cumplen con sus tareas, amparados en la proverbial ineficacia 
que se espera el Estado. 


Sin duda alguna el fenómeno de la corrupción mantiene 
estrecha relación con los principales indicadores de legitimidad, 
pues un Estado corrupto está lejos de alcanzar el cumplimiento 
de sus fines sociales y esenciales. 


El fenómeno contemporáneo de la corrupción ha contribuido 
a deslegitimar el estado. No se trata de individuos sino de 
verdaderas bandas con una infraestructura organizativa que se 
infiltran en la actividad del estado y procuran detentar el poder y 
conservarlo, materializando su capacidad de negociado cohecho, 
y en general la obtención de lucro indebido. El problema de 
francachela y corruptela que envilece a la política y al Estado 
colombiano se materializa día a día por las investigaciones que 
se realizan contra altos funcionarios que se dedican al minucioso 
y sistemático saqueo del erario público como resultado de 
coaliciones, contratos, reparto burocrático, cuyas consecuencias 
son un país que se empobrece, se fragmenta en una ostensible 
marginalidad social”. 
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ente conocido por la opinión 
bilidad para individualizarlo 
tud de indiferencia, tolerancia 

acia para hacerle frente; de tal forma 
a corrupción como algo inherente a la 
En la corrupción han caído los partidos 
's y los servidores públicos corruptos 
do una verdadera desviación de recursos 
s en el fondo una grave injusticia, pues los 
an estar destinados a planes sociales, planes 
unes de desarrollo terminan en el bolsillo de los 
tos, en medio de una pasmosa impunidad, pues 
prendido a protegerse con la legalidad. 


pción es un comportamiento que se aparta de las 
us Ss normales de la función pública por motivos 
privados (la familia, el entorno cercano), pecuniarios o de 
incremento del status. Se puede distinguir el soborno (utilización 
de una recompensa para alterar el juicio de una persona que 
actúa en una posición determinada), nepotismo (otorgar 
protección o privilegio por motivos de relación familiar en lugar 


de razones de mérito) y la| apropiación ilegítima, (apropiación 
ilegal de los recursos públicos para uso priva ML Tak ES 
. Dvd a : 
Para Adela Cortina la corrupción es el “fenómeno por el ue 


un A úblico_es impulsado a actuar en modo distinto 
e los estándares normativos del sistema para favorecer intereses 


particulares a cambio de una re 
Y compensa”. Para Ferdinando 
posimato,la c 


1 corrupción consiste en “la distorsión sistemática 
de Los AUecaniSDNOS Políticos e institucionales que gobiernan la 
a organización del sistema democrático”** 
La corrupci isti ivi 

o nabo de las distintas actividades e instituciones se 
bre casio: que participan en ellas dejan de buscar 
5 SON Internos y por los que cobran su sentido, Y 
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las realizan exclusivamente por los bienes externos que por 
medio de ellas pueden conseguirse: las ventajas económicas bo 
ventajas sociales, el poder. Con lo cual esa actividad y quienes 
en ella cooperan acaban perdiendo su legitimidad social y, con 
ella. toda credibilidad. 


Corrupción, en definitiva, en el más amplio sentido de la 
palabra, significa “cambiar la naturaleza de u a volvié 
mala”, privarla de la naturaleza que le es propia, pervirtiéndola. 


Es evidente que en los sectores sociales más vulnerables el 
presupuesto llega recortado, y sus carencias se hacen cada vez 
más agudas mientras los detentadores del poder político o del 
poder económico se enriquecen en forma lenta e imperceptible 
en detrimento del interés general. En esas condiciones el Estado 
pierde su sentido teleológico puesto que no se opera en función 
del bienestar general sino que capturado por intereses mezquinos 
se coloca al servicio de ellos y pierde legitimidad. 


La corrupción aumenta si se tiene en cuenta que las herra- 
mientas jurídicas para combatirla son ineficaces, y que los 
funcionarios corruptos actúan en cadena y logran silenciar las 
denuncias recurriendo al soborno y a la contraprestación de 
favores políticos electorales, agregando a esto que el funcionario 
público sospechoso es alguien que goza de los privilegios € 
inmunidades que otorga la potestad pública pudiendo inclusive 
manipular las pruebas a su antojo en ejercicio de la misma 
autoridad que ostenta. Por esta razón se presenta por ejemplo 
iniciativas legislativas que ofende la moral y el derecho como la 
rebaja de penas, la reforma de la fiscalía; de los partidos, del 
Banco de la República, la reforma electoral y en las cuales ni 
siquiera se disimula el voraz apetito clientelista por los privile- 
glos del poder. 

La transparencia de los actos de la administración pública es 
apenas un noble ideal, que en tarta política tangencialmente se 


menciona cuando el artículd abla de la moral 500) Al a A 
artículq 88/de la moral admiístrativa y en el artícul DN A 


principio de la moralidad, normas estas que parecen no-af e 
los ya tradicionales y muy discretos mecanismos utilizados A 
funcionarios corruptos de larga experiencia en ME oia 
fraudulento del dinero del Estado y de los recursos públicos. 
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s actividades sancionables penalmente es 
- divulgado y tolerado, tiene vida y 
TRATACION OFICIAL, garantizado por la 
to secreto, del 10% en efectivo, convenio 
OIEn:SU creación y ejecución que ha llegado a 
ión, pues en Su gran mayoría estos actos 
ales. están revestidos de la apariencia de 
GS 8 
cracia se ha convertido en un sutil instrumento que 
corrupción política Y financiera, pues los llamados 
es del pueblo ya sea en las corporaciones públicas o 
acionarios de la administración, buscan en forma 
ente. asegurarse privilegios y ventajas, amparados 
amente en la investidura de funcionarios que han obtenido 
oder gracias a la misma voluntad popular. Lo que hace más 
serio el asunto es que muchos de los políticos que actuan desde 
el Ejecutivo y desde el Congreso 2 juzgar por los proyectos de 
y que impulsan, parecen obrar al servicio de personas al 
me margen de la ley o al servicio de la misma corrupción política. 
E Los casos más recientes, el Guavio, El Acueducto, Caja Agraria 
3 colpuertos y una lista interminable de entidades del Estado que 
han sido defraudadas y saqueadas por políticos inescrupulosos y 
corruptos que hoy gozan de asilo político en el exterior, o el 
caso de la Caja Agraria donde la entidad ha perdido, según 
fuentes de la Procuraduría, más dinero por la acción de los 
funcionarios corruptos, que por la guerrilla y la delincuencia 
reunidos. 
+ El Estado ha perdido legitimidad como consecuencia de su yá 
inocultable corrupción que ha terminado casi por completo la 
a administrativa > ha facilitado la degradación de los 
an 41 lio de a soria y so do 
de Dacia nad OS de servicio. Las presos 
la forma como los pi ón AP iepcoras o A 
lrbiós, Para asouas pi ores públicos recurren 4 manejo: 
gresos indebidos que han caracteriza 
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La corrupción de la clase política no es otra cosa que una 
forma de violencia silenciosa, que cada vez es más generalizada 
y desvergonzada con funestos efectos sobre las bases de la 
convivencia ciudadana. La idea de que la ganancia fácil y el 
enriquecimiento súbito pueden ser regla; menguan significativa- 
mente la confiabilidad y la legitimidad del orden jurídico y de 
las instituciones tanto privadas como públicas. Precisamente esa 
pérdida de legitimidad ayuda a explicar la violencia organizada 
que cuestiona y justifica con su acción el monopolio de la fuerza 
que corresponde al Estado 


Los cargos políticos y la contratación estatal se han converti- 
do en un botín; más en una irresponsabilidad y la participación 
en la administración del Estado es una oportunidad para formar 
un patrimonio antes que para servir a la comunidad. El cliente- 
lismo además de hacer imposible el cumplimiento de las 
funciones esenciales del estado, convierte la participación 
política en un burdo disfraz de la democracia que deslegitima el 
Estado. Si el Estado es corrupto y la corrupción le quita su 
legitimidad entonces será necesario cuestionar su validez y su 
razón de ser igualmente asumir con responsabilidad el reto de 
una nueva estructura política jurídica institucional, pues 
cualquier intento de renovación institucional y política debe 
arrancar de una lucha frontal contra la corrupción con toda la 
carga de vicio y descomposición arraigado durante largos años 
de estas prácticas antidemocráticas”*. 


Haciendo referencia a la corrupción un reciente artículo del 
Ex-presidente López Michelsen señala: "Muchos somos quienes 
nos contamos en las filas de la lucha contra la corrupción en 
Colombia. Me precio de haber sido el primero, en unos 
llamados "Borradores para la Reforma Constitucional”, quien 
propuso la creación de una Comisión Ética de origen parlamen- 
tario para ver sancionados por sus pares a los congresales 
indelicados o corruptos. No lo digo para reivindicar MU 
Iniciativa sino para acreditar mi afán de combatir la Corrupción y 
de crear los instrumentos para extirparla. 
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bia, trasladar a Colombia esta Institu- 
1 mayor ruido y sin adquirir tintes 
mente en la Unión Americana. Pero en 
humanas hay una cuestión de tratamiento, 
arse a los temas y, para emplear un giro 
unos años, un talante que, en este 
dor que corresponde a una ala de esa 
que parece haberse adueñado de la virtud 


vivimos en una época de desvanecimiento 
y veces la República ha atravesado por un 
arente de principios de todo orden como el actual. 
te en lo político sino en todas las vertientes de la vida 
- Un país, en donde se venden los recién nacidos o se 
n estipendios por asesinar al prójimo, es un engendro 
Aa oso en el peor sentido de la palabra. pero los moralistas 
de profesión, los fundamentalistas de que se habla en el Oriente 
Medio han existido lo mismo en las épocas de una criminalidad 
moderna que en la era actua]">. 


5 Aparte de golpe a la credibilidad de los ciudadanos en sus 
Instituciones, el mayor costo que ha tenido la crisis política es el 
Creciente deterioro en la calidad del Estado. Ciertas islas de 
excelencia que se habían logrado mantener; ciertas instituciones 
que se manejaban con un criterio más técnico, y cierto pudor 
que todavía existía en la administración de la cosa pública, se 
fueron al traste. 

En la pasada Conferencia de las 
los años el "Wall Street Journa]" 
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Más tristeza nos debe producir a los colomb 
dicho que la corrupción distorsiona los 
desarrollo, sustituye la calidad por el peculado, socava la 
responsabilidad democrática, debilita el Estado, corroe la 
integridad, y como si fuera poco transfiere recursos de los 
pobres a los ricos. Cuando se utiliza el Estado (feriarlo Ser 
una palabra más apropiada) para sostenerse o perpetuarse en el 
poder, se pierde la noción de la responsabilidad política y del 
servicio público. La política deja de estar a órdenes del interés 
general y se convierte en un poderoso instrumento de beneficio 
particular. En estas condiciones la corrupción irrumpe con 
especial vigor porque es percibida como algo normal dentro de 
ese concepto torcido de la política. Por eso los funcionarios 


asumen sus puestos no para servirle al Estado sino para servirse 
del Estado. 


El caso del Secretario de Obras que el año pasado respondió 
"honestamente" que la maquinaria bajo su responsabilidad estaba 
haciéndole unos trabajos personales a un diputado mientras 
cientos de familias en la misma población evacuaban sus casas 
inundadas y afrontaban toda clase de inclemencias no precisa- 
mente a ordenes de los servidores públicos. Y en esto de la 
corrupción, la pérdida de los valores y la degeneración de la 
política, el ejemplo de arriba es muy importante. Desde el 
comportamiento de los padres frente a sus hijos, hasta el de los 
gobernantes frente a los gobernados. 


Alguien tan respetable como Francisco de Roux, quien, en la 
investigación sobre el llamado “Salto social”, dice: “Debido a 
los conflictos generado por su ingobernabilidad, los recursos de 
inversión social contenidos en programas prioritarios (del 
Gobierno) los usaron para atender situaciones de emergencia, 
para fortalecer su permanencia en el poder, para negociar 
lealtades, pactar paros y huelgas, desmontar los complots de sus 
opositores...”... Y Colombia, callada. Mí 

El contubernio entre la corrupción política y la Corrupción 
Sindical es parte importante del problema. Son demasiadas eS 
empresas públicas a donde llegan funcionarios Con el o 
de conseguirle, como sea, clientela, plata O votos a su J 
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de la Nación. Unos 400.000 millones de 


4 segunda cosa que impresiona es la variedad de modalida- 
ces Celictivas. En esto de la corrupción, en el 97 hubo de todo. 
e Nada más arrancar el año los colombianos fueron testigos del 
A drama de un ministro de Comercio Exterior, Morris Harf, que 
se empeñaba en no pagar algo así como 10.000 millones de 
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nechos escandalosos. Trátese de peculados o 
dades del Estado; harcomicos” en el Congre- 
rratos O de simple venalidad administrativa, el 
de la corrupción en Colombia es francamente 
dor. Por lo extendido y apabullante. Es difícil calcular a 
nto asciende el saqueo del patrimonio público. En los 
“principales casos que hoy investigan Fiscalía y Procuraduría, el 
“zarpazo al bolsillo de los colombianos llega a un billón de 200 
mil millones de pesos. 

Lo más sobresaliente del fenómeno es el olímpico cinismo 
con que hoy en día proceden los corruptos. Llámense políticos 
o funcionarios públicos. Es lo que se ha hecho más evidente -e 
indignante- en el curso del año. La desvergienza con que 
cometen sus fechorías” 

Nunca podremos ganar la guerra contra la violencia, ni la 
guerra contra la pobreza, mi podremos salir del hueco fiscal en 
que estamos metidos, ni del subdesarrollo, si el Estado sigue 
engordando tan solo a unos cuantos buitres. No es sino ver a 
dónde se han dirigido la mayor parte de los aumentos del 
presupuesto en los últimos años y compararla con los resultados. 
El balance es desolador. 

Cambiar la actitud de considerar los bienes públicos de pro- 
piedad de nadie por la de considerarlos de todos nosotros sería 
un buen comienzo. Y lo estimulante es que, con pequeños 
cambios y sin grandes esfuerzos, se producen resultados 
impresionantes. Es un simple problema de buena gestión y 
voluntad política, que es lo que en el fondo nos ha faltado. 

Las transferencias y los subsidios hay que someterlos a seve- 
ro análisis, a la luz de la capacidad tributaria nacional y de las 
necesidades de su desarrollo. Por lo demás, sin corear los 
pregones neo-liberales se ha de reconocer que el Estado 
colombiano es en sus diversos niveles un Estado carcomido por 
el clientelismo y la corrupción, hinchado por el burocratismo e 
invadido por el afán de aprovecharse de las posiciones públicas. 
Era muy común en sus tiempos atribuir estos extravios al Frente 
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y en Latinoamérica actualmente, es que no se trata de 
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muy importante en el momento contemporáneo, señalado por un 
órgano especializado de las Naciones Unidas, la UNCTAD, que 
dice cómo la corrupción provoca una desviación de recursos, lo 
que significa una grave injusticia porque los fondos y los medios 
que deberían estar destinados a los planes sociales, a los planes 
de seguridad, se desvían hacia los bolsillos de unos pocos; esa 
desviación de fondos se consuma en la mayor de las impunida- 
des. Entonces los sectores necesitados notarán que, mientras 
ellos tienen cada vez más carencias, algunos detentadores del 
poder político o del poder económico, que practican el cohecho, 
mejoran considerablemente su situación en detrimento de las 
mayorías, es decir, del interés general. 


Por su misma ambigiiedad y amplitud, los analistas de la 
corrupción han preferido asumir su estudio cada una desde su 
área y dirigir sus conclusiones hacia perspectivas ya sea de 
índole económica, moral social o política. 


Así, los economistas han orientado sus estudios a los efectos 
que el fenómeno produce en el mercado. Jacob Van Klaveren, 
por ejemplo, señala cómo “un funcionario corrupto considera Su 
cargo como una empresa cuyos ingresos intentará Maximizar. 
El cargo se convierte en una unidad de maximización; el monto 
de su sueldo depende de la situación del mercado y de su talento 
para encontrar el punto de máxima utilidad en la curva de 
demanda del público”*. 

Para los que ven la corrupción como un n' 
ante todo, sus causas tienen que ver con la pérdida, disolución O 
cambio en los valores, y sólo al influir el campo axiolÓgico 
podrá ser eliminada. “Por encima de todo, la corrupción es un 
problema de moral social. Atacarla de raíz significa edificar una 
ética de a civilidad, una suerte de religión laica, donde lo 
sagrado -es decir , lo inviolable- sea el bien público”. 
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Es necesario Un accionar Internacional, porque el derecho 
de un solo Estado, el que pueden aplicar los órganos inter 
sobre la base de normas sancionadas localmente no $ 
suficiente. Aquí hay asuntos de extradición y de asilo hay 
problemas de secreto bancario más allá de las fronteras, hay 
cuestiones de justicia Independiente, y todo eso requiere de una 
acción globalizante, de conjunto. Muchos de estos delitos se 
inician en un Estado y terminan de ejecutarse en otro; por lo 
tanto, no basta con el accionar preventivo, represivo de uno de 
ellos. De ahí que en el Comité Jurídico Interamericano, órgano 
permanente de la OEA, se este estudiando este tema para 
recomendar a los Estados la sanción de ciertos instrumentos 
jurídicos, con leyes y normas complementarias, que sirvan 
para una acción real y efectiva en algo que ya parece ser un 
mal devastador de nuestro continente”. 


Muchos de los que piden asilo lo hacen invocando causas 
políticas, pero las razones penales por las cuales se les 
persigue en su Estado de origen son delitos comunes, entre 
ellos, actos de corrupción. De modo que hay que distinguir 
claramente lo que pueda ser una finalidad persecutoria O 
discriminatoria de tipo político y lo que es el justo reclamo de 
los pueblos a que se sancione penalmente a los que se han 
enriquecido en forma ilegítima. Por eso yo propongo, entre 
otras cosas, la posibilidad de que, sin conceder la extradición, 
sea el país de asilo el que con todas las garantías juzgue, pero 
realmente juzgue, a aquellas personas que han pedido el asilo, 
pero sobre las cuales recae la acusación concreta de un 
enriquecimiento ilícito. Esta sería la mejor forma de evitar la 
impunidad en esos casos. é 

Existe además un nexo entre clientelismo, corrupción y 
mafia, que fungen como fermentos de la violencia. la COrrup- 
ción resulta ser otra relación de intercambio Como el cliente- 
lismo y ambas representan una privatización de la política, 
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"La vida sin un Estado eficaz para preservar el orden es 
solitaria, pobre, desagradable, brutal y corta". Thomas 
Hobbes. El Lebiatan. 


Para el caso Colombiano, la carta política ha enunciado en 
forma taxativa los fines esenciales del Estado enumerados al 
comienzo de este capítulo, entre los cuales están los de Servir, 
promover, garantizar, facilitar y asegurar, distintos tópicos de la 
comunidad, los derechos la participación y la convivencia. Sin 
embargo existe un claro divorcio entre la teoría y la práctica 
constitucional, el mundo del derecho y el mundo de los hechos 
llevando a la conclusión de que el Estado Social se ha tornado 
¡legítimo en la medida en que ha demostrado su incapacidad para 
resolver los problemas y conflictos sociales, las necesidades 
insatisfechas, la prosperidad y el bienestar general. 

Si a esto se agrega que la protección y ejercicio adecuado de 
los Derechos Fundamentales constituye en la actualidad el 
principal elemento de legitimidad del Estado, no cabe la menor 
duda que nuestro Estado Social de Derecho tiene muy poca 
legitimidad y se ha convertido simplemente en el disfrute 
tranquilo de una clase política, corrupta, ineficaz y burocratizada 
que ha tolerado con gran indiferencia la pauperización y 
empobrecimiento de un alto porcentaje de la población, pues a lo 
largo y ancho de la convulsionada geografía Nacional, las vías 
de hecho se imponen sobre cualquier forma pacífica de solución 
a los problemas y necesidades fundamentales de la población, 
demostrando así la Incapacidad del estado y la imposibilidad de 
hacer presencia en el ámbito fundamental de la solución de las 
agobiantes necesidades sociales. 

La falta de presencia del Estado en una buena parte del Terri- 
torio Nacional, ha dejado un espacio para que la insurgencia 
armada se presente como una alternativa valida de poder político 
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y de organización social. La ineficacia de los Gobiernos 
territoriales y el clientelismo coadyuvan a la ineficacia y en 
general a la ilegitimidad. 

De acuerdo con un estudio realizado conjuntamente por 
Fedesarrollo y el Departamento Nacional de Planeación 
Colombia es uno de los países de América Latina con mayor 
desigualdad. Cada vez los ingresos se concentran en pocas 
manos mientras que la mayoría de la población tiene que 
sobrevivir con mínimos recursos. y 


El problema de la concentración de la riqueza se agravó en 
los últimos dos años como consecuencia del desempleo y la 
recesión económica. De ahí que cada día los ricos sean más 
ricos y los pobres más pobres. 


El estudio señala que en materia salarial en 1996 el 20 por 
ciento de la población más rica del país recibió el 54 por ciento 
delos ingresos, mientras que el 20 por ciento más pobre obtuvo 
el 6.0 por ciento. La relación entre lo que reciben los más ricos 
y los más pobres es de nueve a una veces. 

La eficacia del Estado es un fenómeno complejo, que involu- 

cra variables de carácter económico. social y político, cuyos 
principales componentes son básicamente los siguientes: 
* La eficacia del Derecho. Esto es, el logro de los objetivos 
establecidos en el ordenamiento jurídico. determina en principio 
la legitimidad del Estado, desde el punto de vista jurídico, es 
decir, su legalidad. 

Eficacia de la administración. Esto es la adecuada prestación 
de los servicios públicos, como uno de los fines esenciales del 
Estado que determinan su legitimidad. 

Eficacia social. Relacionada con la satisfacción de las necesi- 
dades básicas y las carencias fundamentales de la población, es 
decir, los fines sociales del Estado y el objetivo fundamental de 


su actividad, determinan en igual forma los eriterios básicos de 
su legitimidad. 


A lo largo del presente estudio se ha insistido en relacionar la 
legitimidad con importantes conceptos, de carácter jurídico y 


político entre otros, la eficacia en los fines constitucionales. La 
eficacia de una norma tiene lugar, cuando ella produce como 
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efecto jurídico la conducta prevista en su contenido y cuando 
una norma además de conseguir que se cumpla la conducta 
prevista en ella, asegura que se realicen sus objetivos, es decir 
su finalidad. 

El artículo 20. de la C.N. postula como uno de los fines del 
Estado, garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en ella, esto es la formulación expresa del 
principio de la EFICACIA, pues se espera que tal garantía 
determine la conducta ciudadana y se logren los objetivos, la 
convivencia, la paz, el trabajo, la justicia, la igualdad y un orden 
justo. 

Sin embargo el juicio sobre la eficacia de la norma es de 
carácter sociológico y puede no corresponder al juicio jurídico 
formal relacionado con su validez, no siempre eficacia y validez 
se corresponden, pues factores políticos subyacentes en la 
aplicación del derecho desvían su aplicación hacia la realización 
de otras metas no implícitas en el concepto de eficacia y 
legitimidad. 

No se trata de un problema inherente a la norma sino a su 
funcionamiento y aplicación, pues a pesar de que el ordenamien- 
to constitucional en materia de finalidad del Estado y de su 
eficacia, sigue lo relacionado con el proceso de validez mencio- 
nado y guarda los formalismos jurídicos mencionados en la 
Carta Política, solo sería posible su aplicación en la práctica, 
cuando reúna las condiciones de su eficacia, esto es una 
infraestructura económico - social y una instrumentación 
jurídico- política por parte del Estado*. 

Con la consagración constitucional de normas inequívocas 
sobre el objeto primordial de la actividad del Estado no se ha 
garantizado en forma alguna los niveles aceptables de su 
eficacia, a pesar de que la misma Constitución establece 
mecanismos orientados a tal fin pero que en la práctica chocan 
con la desigualdad estructural y con la injusta distribución de 
los recursos y de las oportunidades. 


* Rodríguez O., Julio A. Los Derechos Fundamentales en Colombia. Bogotá. Editorial 
Leyer. 1997. Pág.69-73. 
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escenciales, en el fortalecimiento de la sociedad civil 
reconocimiento y vigencia de los derechos de las clases 1 
favorecidas, todo lo cual repercute en la legitimidad 
Instituciones. El problema según Lowental es la e 
eficacia del Estado no tanto su tamaño. 


en el 
nenos 
de las 
apacidad y la 


Las circunstancias económicas, sociales y políticas que carac- 
terizan en la actualidad al Estado colombiano conducen a un 
lógico cuestionamiento no solo por parte de los especialistas en 
las ciencias jurídicas y políticas sino por los ciudadanos en 
general, sobre la insuficiencia e ineficacia en la protección a que 
tiene derecho por parte del Estado; para lograr la convivencia. la 
justicia, el trabajo y demás derechos fundamentales. 


El ordenamiento jurídico en Colombia significa poco si se 
permite impunemente la muerte por falta de protección o cuando 
se tolera la existencia de personas u organizaciones que 
persiguen el aniquilamiento sistemático de vidas o cuando se 
viola la propia legalidad, amparando todo ello en la defensa de 
un orden establecido. La vida necesita un ambiente de seguridad 
desde sus comienzos y en su ulterior desarrollo de tal manera 
que toda la estructura de la comunidad se responsabilice en 
función de la vida. A nadie escapa que la vida, es un derecho 
derivado de la ley natural y que cualquier atentado contra ella 
merece repudio. 


El papel del Estado y la actividad política en general está 
dominada por el complejo aparato de partido O por las grandes 
concentraciones o grupos económicos por la paquidermica 
burocracia oficial que hacen difícil y a veces imposible la acción 
de la voluntad política individual o grupal minoritaria que se 
convierte en apatía y abstención electoral por la función 
desmoralizante de la partidocracia y la fragmentación política. 

Los recientes avances del constitucionalismo en materia de 
DERECHOS FUNDAMENTALES han impulsado a las 
minorías a protegerse de las ya públicas violaciones a tales 
derechos mientras la clase política que detenta el poder del 
Estado casi siempre encuentra los mecanismos para desviar la 
atención sobre la eficiencia del gobierno, maximizando la 
"DEFENSA DE LAS INSTITUCIONES” abstracto y obsoleto 
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En la medida en que dicha línea divisoria aparezca más nítida 
y se encuentren más claramente demarcados los espacios público 
y privado, tanto los particulares como los agentes estatales 
podrán diferenciar más fácilmente el interés público del interés 
particular y obrar consecuentemente, respetando unas reglas de 


comportamiento que correspondan a la esencia y a los fines 
propios de cada uno de tales sectores. 


Para Luciano Parejo, uno de los principales problemas es que 
vivimos en un mundo en el que no tenemos un esquema 
perfectamente definido de lo que es el Estado y de cómo se 
determina el interés general y su prevalencia, al tiempo que 
existen grupos sociales con gran capacidad para imponer al 
Estado sus intereses particulares, lo cual, de hecho, atenta contra 
el interés general en cuanto a que lo contamina*. 

En resumen, frente a un Estado del que se sabe al menos qué 
se puede esperar, será más fácil evitar que se cumpla inexora- 
blemente el postulado de Bertand de Speville que se refiere a 
que la corrupción existe porque el Estado falló para cumplir con 
las expectativas de los ciudadanos”. 

La insuficiencia e ineficacia del Estado frente al ejercicio y 
protección de los derechos fundamentales radica en que por 
esencia se ha convertido en un Estado grande, pero débil y 
carente de autonomía, dependiente de unos actores sociales con 
fuerte capacidad de veto, pero dependientes a Su vez para 
sobrevivir del mantenimiento de ciertas políticas estatales. 
Impotente e ineficaz frente a los grandes problemas nacionales, 
diluye su responsabilidad en mecanismos de distracción 
coyuntural, que despiertan nacionalismos trasnochados y que 
jamás podrán ser fuente racional de legitimidad, ' 

El ciudadano sufre los más lamentables niveles de Insegurt 
dad, como consecuencia de la inseguridad económica y del auge 
de la delincuencia y el crimen. La muerte se encuentra po! 
doquier en los campos y en los ciudadanos, la vida humana 
parece no tener ya ningún valor y la incapacidad del Estado para 
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te, justo y adecuado”, o el estatuto anticor 
algún efecto en ponerle fin a la Corrupción para dejar sin bases 
la calificación de Transparencia Internacional en el sentido de 
que Colombia es el tercer país más corrompido del mundo, lo 
cual se explicaría únicamente por "los intereses mezquinos que 
se mueven detrás del capítulo local de esta Organización”. 


En 1955, Alberto Lleras, en un triste momento de la historia 
nacional, habló del horror de los colombianos al verse goberna- 
dos de la manera como las autoridades de entonces ejercían el 
poder. Por razones diferentes. quizás más graves y de mayor 
trascendencia para el futuro, los colombianos de hoy vuelven a 
estar horrorizados ante el espectáculo de un gobierno despresti- 
gtado y errático, que además de su ineptitud manifiesta para 
enfrentar los problemas nacionales ha venido actuando con un 
cinismo que rebasa todos los límites previsibles. 

Pero, infortunadamente, hay una gran distinción entre las 
crisis de los años 50 y la que hoy vive Colombia. A diferencia 
de lo que está ocurriendo, la ciudadanía de entonces, bajo la 
dirección de unos líderes de prestancia y visión, fue capaz de 
encontrar una salida que, en su momento, fraguó una unanimi- 
dad nacional que no se ha vuelto a repetir. Independientemente 
de las fallas o vacíos que pudo tener la solución impuesta, lo 
cierto es que el país salió de la encrucijada con renovados bríos 

Para encarar el porvenir. Lo que hoy estamos viendo es una 
sociedad castrada por el temor, la indiferencia y un sentimiento 
de impotencia que no le permiten reaccionar ante los peores 
desmanes de las autoridades. Esta ausencia de una ciudadanía 
alerta y decidida, y de una dirigencia capaz de señalar rumbos y 
de convocar a la acción renovadora, constituye el elemento 
distintivo de una situación que amenaza con destruir lo poco que 
queda de unidad nacional. 


La gravedad del actual estado de cosas no radica únicamente 
en los desaciertos del Gobierno en todos los frentes, o, mejor 
dicho, el horror que despierta el poder tal como está siendo 
Jercido no se limita a los errores notorios en la conducción de 
los asuntos públicos. Se basa en la implantación de la mentira, el 
ocultamiento de hechos inocultables y la utilización de todos los 
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Por lo anterior es que uno de los 
consolidación de una verdadera democracia es que hay países 
donde ciertos estamentos no quieren dejar surgir la sociedad 


pues ello los limita en el manejo amañado de los asuntos 
públicos, al cual han estado acostumbrados. 


Esta es la misma reflexión que se han hecho en la Fundación 
Presencia, donde se han dedicando a trabajar con algo más de 
ochenta investigadores voluntarios en preparar una plataforma 
de la sociedad civil, que incluye temas tales como violencia, 
derechos humanos, tenencia de la tierra, factores macroeconó- 
micos, asuntos constitucionales, corrupción, justicia, salud, 
educación y medio ambiente. No puede afirmarse simplemente 
que solo si aumenta la eficiencia del sector público crecerán los 
índices macroeconómicos; sin embargo, si ello no ocurre, es 
imposible que se restablezcan y se mejoren. En economía las 
cosas no permanecen estáticas, si empeoran, arrastran tras de sí 
mayores índices de pobreza, de indigencia y de violencia. 
Según un ex director de Planeación nacional, “con la caída de 
un punto del PIB se están dejando de generar 130 mil puestos de 
trabajo y 718.000 millones de pesos en riqueza”. 

Se Busca dar a la sociedad civil, unas metas dentro de un 
gran programa de Estado, que deberían permitir a aquella nacer, 
o resucitar, y fortalecerse ocupando dentro del Estado el papel 
que le corresponde, que es el de intervenir en los asuntos 
públicos para el bien del país y no el de doliente y lloroso 
elemento que no sirve para nada distinto de consolidar el gran 
pesimismo que ya existe entre los ciudadanos, resignados a 
soportar todo lo que indigna y repugna. el 

A sabiendas de que la mayor parte del estamento político 
haría lo posible para evitar que la iniciativa constitucional 
tuviera éxito, pues ocurre en todos los países civilizados- que el 
fortalecimiento de la sociedad civil balancea el manejo puramen- 
le político y controla el clientelismo, las malas prácticas en la 
vida política, el despilfarro de los dineros públicos y e 
formas de corrupción, de aquellas que se han venido apoderan 
del país. 7 

"The Economist" de Londres publica un largo análisis SS A 
economía mundial, entre concreto y difuso, entre precis y 


graves problemas para la 
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ambiguo, enfocado al proceso de globalización y al futuro del 
Estado. El título es muy descriptivo: "La mano visible: el gran 
gobierno está todavía a cargo".La crisis esencialmente se 
concreta en el hecho de que el Estado no cumple las funciones 
que le son esenciales y en cambio usurpa e interfiere con un 
exceso de reglamentaciones y controles aquellas que correspon- 
den a desempeñar mejor los particulares. 

Tras diez O quince en años de empeños de demoler el Estado 
o de reducirlo a su mínima expresión, en muchas naciones 
occidentales se considera llegada la hora de reafirmar su papel y 
de reconocer que se fue demasiado lejos en las reformas de 
mercado. No se diga en aquellas donde se derrumbó el comu- 
nismo y donde el regreso del péndulo se orienta a situaciones 
menos radicales de libre empresa e iniciativa privada, frente a 
fenómenos nuevos como el de la corrupción rampante, la 
desigualdad explosiva y el narcotráfico. 


En editorial complementario, "The Economist” observa que 
en el mundo post-neoliberal no cuenta tanto el tamaño del 
Estado como lo que con él se haga. El propio Banco Mundial ha 
pedido poner término a la estéril disputa sobre su dimensión 
para concentrarse en la efectividad de la función de gobierno. 


Sorprende la idea prácticamente unánime de que el Estado ha 
venido en franca retirada. En 1960 constituía el 30 por ciento de 
la renta nacional en las ricas naciones industriales. En 1980, con 
posterioridad a los excesos de la década anterior, se había 
incrementado ál 42 y medio por ciento. Los siguientes diez años 
se consideraron los del gran cambio: aceleración de la desregu- 
lación, avance tecnológico e integración económica global. El 
resultado, a juicio de "The Economist", fue el de elevar la 
participación estatal al 45 por ciento. Y, a partir de entonces, 
convertida la globalización en fuerte ventarrón, el incremento ha 
sido a algo más del 46 por ciento. 


Ciertamente ha ocurrido el colapso del comunismo y la 
disolución de la omnipotencia y la omnisciencia del Estado 
soviético. La libertad y la innovación han florecido donde las 
poderosas burocracias fracasaron. Su implosión, que no su 
explosión, obligó a construir sus economías de mercado sobre 
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s de las centralmente planificadas y administradas. El 
litar se desplomó y las Obligaciones planetarias se 
scribieron a los límites nacionales. La proporción del 
público en el Producto Interno Bruto sigue siendo, sin 
go, la mejor medida de hasta dónde los gobiernos 
dominan la vida económica de los pueblos. 
Las profundas dificultades y la ineficiencia de la acción del 
Estado tiene sus raíces en condicionantes de carácter político que 
obstaculizan la modernización de sus instituciones y le impiden 
adecuar su actividad a las necesidades sociales y su capacidad 
técnica para hacer presencia en todo el territorio en aras del 
bienestar general y del mejoramiento de la calidad de vida, todo 
lo cual contribuye progresivamente a la pérdida de su legitimi- 
dad. 
La mala distribución del ingreso, la pobreza y el bajo creci- 
miento no es problema de modelos. El origen de esos males es 
otro: burocracias ineficientes y corruptas que no funciona, 
gobiernos débiles que se arrodillan ante los poderosos, y, sobre 
todo, políticas equivocadas. 

La teoría económica ha superado muchos de estos falsos 
dilemas. Tomemos, por ejemplo, la discusión sobre el tamaño 
ideal del Estado. El dogma neoliberal abogaría por reducirlo a 
su mínima expresión para darles más espacio al mercado y al 
sector privado. El dogma social-demócrata, por llamarlo de 
alguna manera, diría lo contrario: que hay que darles más juego 
al Estado y al sector público para que aquél pueda intervenir 
más. La teoría moderna diría que ni lo uno ni lo otro. 

Si el ingreso se ha concentrado en pocas manos no €s por 
culpa de ningún modelo sino por falta de políticas redistributivas 
y antimonopólicas, o porque el Gobierno -por acción, OMISIÓN, 
debilidad o complicidad- les ha permitido a unos pocos quedarse 
con los mejores y más grandes negocios del país. 

Si los indicadores sociales han empeorado, tampoco es culpa 
de ningún modelo. Es el producto de políticas equivocadas, 
aplicadas por un Estado ineficiente. La prueba está en que a 
pesar del importante incremento del gasto social €n lo qee Na 
corrido de la década, los resultados no se ven por ningún lado. 
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y vigencia de los Derechos Fundamentales 
e fundamentalmente económico y particu- 
chos políticos, la legitimidad se encuentra 
tada por dicho componente. Es evidente que 
zas son costosas y manejan millonarios 
Ss solo tienen acceso determinados sectores 
económicos poderosos. Por otro lado la 
os políticos sólidos y la enorme fragmentación 
ría llamarse microempresarios electorales que 
solo el 50% de los congresistas se hubiera 
e cuocientes y que el resto resultase electo 
en las últimas elecciones. Esta situación 
2ncia de la legitimidad, pues en materia 
eso podrá tener validez y sin embargo política- 


berales o conservadoras motivadas por intereses 
s ajenos al interés general. El Estado y el Gobierno no 
ys hos Políticos sino que utilizan los privile- 
permanecer en el poder, dejando sin piso la 


esto es garantizar la efectividad de los 
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consolidación de los derechos humanos, limites al 
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Pero la existencia de derechos iguales para todos los seres 
humanos no riñe con la obligación que tienen los Estados de 
adoptar medidas particulares. para que cada grupo vulnerable 
pueda ejercer sus derechos, ni con la prohibición de discrimina- 
ción con los miembros del mismo grupo, ni mucho menos con la 
obligación de los Estados de amparar a los miembros de los 
grupos discriminados. 

Sin embargo, al hilo de la historia el estado liberal de dere- 
cho fue revelando unas serie de limitaciones que exigieron el 
paso a otra forma de Estado. Las reivindicaciones de los grupos 
más desprotegidos, y muy especialmente el movimiento obrero, 
fueron sacando a la luz las deficiencias de un imperio de la ley 
que sólo buscaba garantizar el respeto de esos derechos civiles y 
políticos por los que nació. 


En efecto, el estado nace para garantizar la vida, la propiedad 

las libertades que se cuentan entre los “derechos naturales”, a 
odos hana de la primera 
generación” o “derechos civiles y políticos”. Y precisamente 
porque el estado de derecho nace para protegerlos , toda su 
legislación viene encaminada a impedir que puedan verse 
atropellados: se trata de una legislación que defiende derechos 
negativamente, es decir, impidiendo interferencias. Aquí éste 
no realiza ninguna actividad positiva de intervención en la vida 
económica y social para redistribuir la riqueza O para garantizar 
el trabajo, sino que se limita a hacer cumplir lo que cierta 
tradición occidental ha llamado “deberes negativos” o “deberes 
perfectos”: aquellos cuya negación ni siquiera puede pensarse 
sin contradicción para el sentido del propio Estado. 

Una de las razones que evidencian la ilegitimindad del Estado 
por desprotección de los derechos fundamentales lo constituye 
las tasas de criminalidad en Colombia que se encuentran entre 
las más altas del mundo. Así, por ejemplo, mientras en 
Colombia la tasa de homicidios en el período 1987-1992 fue de 
77,5 por cada cien mil habitantes, Brasil presenta 24,6, México 
20,6, Nicaragua 16.7, Venezuela 16,4, Argentina 12,4, Estados 
Unidos 12,4, Perú 11,5 y Canadá 2,7. Contrasta con estas cifras 
el bajo nivel de responsabilidad efectiva a que da lugar Al 
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sin libertad es simplemente la de unos 
clase política, la burocracia Estatal. 
la sería solo un concepto vacío si no se 
echos y deberes naturales de todo ser 
e los cuales hay un amplio consenso universal 
a adhesión de todos los pueblos a la Carta 
echos Humanos. Cada ser humano normal, 
ceta de su racionalidad que denominamos 
, distingue y capta como derechos propios, por 
a satisfacción de sus necesidades vitales, 
irituales, ciertas acciones que son deberes de 
De igual manera, somos conscientes de los 
demás que muchas veces dependen de nuestras 


derechos y deberes son el fundamento de las 
ersonales para garantizar la convivencia pacífica 


1t1 O DEiecio promulgado por la autoridad 
ctualmente vigente). Cuando se hace el estudio 
de los códigos y legislaciones a lo largo de la 
puede comprobar que hay una extraordinaria 
el núcleo de prohibiciones y acciones castigadas 
los derechos y deberes implícitos o expresos desde 
amurabi hasta los códigos penales de hoy y los 
derechos y deberes que traen las constituciones 
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sario hacer énfasis en el hecho de que en 
te una tradición o una cultura política de 
ado, por las reglas de procedimiento que 
ón de gobernantes y en la toma de 


personas, es nece 
Colombia no exis 
LEGITIMIDAD del Esta 
se siguen en la selecci 
decisiones. 

La ausencia de esta cultura de legitimidad conduce un doble 
vínculo de dependencia: El Estado depende en su le itimidad, de 
la capacidad para dirigir la vida política y económica y se 
evidencia que un grupo de individuos y actores sociales que a su 

ez dependen del Estado substancialmente; mantienen su 
mismos recursos del Estado. 
De esto ha resultado un Estado hipertrofiado respecto a la 


sociedad civil pero que es cautivo de las demandas de los actores 
sociales mencionados para mantener su legitimidad, en ausencia 
de una tradición o cultura de la legitimidad democrática, que en 
último término suelen reclamarla a los expresidentes O a las 
maquinarias partidistas, que convalidan o protegen con sus 
opiniones y conceptos a una clase política desgastada inepta y 
corrupta. 

La LEGITIMIDAD del Estado está cuestionada, no solo por 
las razones anteriormente expuestas, sino porque además, los 
fines esenciales consagrados en el articulo 20. entre los cuales 
está el de garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución constituyen apenas una 
expectativa pues que con el Estado o sin el Estado la situación 
poco cambiaría, al menos para la parte donde hace presencia, lo 
cual no solo coloca en entredicho su legitimidad, sino su misma 
validez. 
poes e on Democrático, la legi- 
validez, por lo tanto, si los detécio Sr o, de la 
como principios legitimadores no in Po O 

> SS NO adquieren su plena vigencia, 
no sólo en el ordenamiento jurídico, sino en la realidad social 
estará muy cerca la posibilidad de que la validez deje sin 
fundamento la legitimidad. y 


El hecho de que exista la legitimidad formal, generada por el 
ordenamiento jurídico, constituye solo un modesto y técnico 
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desigualdad de oportunidades factores que inhiben ostensible 
mente el ejercicio de la mayor parte de los derechos fundamen- 
tales; pues no tiene razón de ser ninguna institución humana 
que conviva con prácticas violentas e inequitativas en cel 
acontecer social. La finalidad del Estado y del ordenamiento 
jurídico, es la coexistencia y la armonía social que garantice 
los derechos de todos, que de no ser posibles las instituciones 
se tornan ILEGITIMAS. 

El análisis de este cúmulo de variables nos conduce a señalar 
que la legitimidad del Estado Social de derecho depende entre 
otros factores de su legitimidad política y de la eficacia socioe- 
conómica para satisfacer necesidades fundamentales consagradas 
en la Carta de Derechos. De no ser posible esto, sobrevienen 
hechos que constituyen indicadores claves de ilegitimidad que 
videncian la pérdida de influencia del Estado y entre los cuales 
se tienen los siguientes: 

La persistente protesta ciudadana, optando por métodos de 
hecho o ilegales orientados a influir en las decisiones públicas, 
cuando no es posible que se escuchen sus reclamos por los 
canales jurídicos. 


La generalizada sensación de inestabilidad, que se exterioriza 
a través de los medios de comunicación y en las élites políticas 
que hacen soterrados esfuerzos y coaliciones para mantener sus 
privilegios y conservar sus posiciones de ventaja y corrupción. 


La creciente incapacidad del Estado para lograr las metas 
deseadas que reduce considerablemente los niveles de aceptación 
ciudadana, aumentando la disgregación social, pues las políticas 
estatales deben tomar partido en favor de las personas, a favor 
del respeto y la protección de sus derechos por encima de toda 
Otra consideración. 


La inmoralidad en que caen las Elites políticas y administra- 
tivas para evadir las restricciones legales y constitucionales, 
buscando su permanencia en el poder y el logro de ventajas en 
desmedro de los intereses Nacionales. 


El más notorio elemento en nuestro medio; de ilegitimidad 
del Estado Social de Derecho, es la inseguridad jurídica 
A AA A A CIA 
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o Stent ala incapación : 
Estado para generalizar la protección a los derechos y Tibertades 
fundamentales. Este último aspecto se ha generalizado, y ha 
“canalizado diversas respuestas de los ciudadanos para enfrentar 
por su propia cuenta la protección de sus derechos, la seguridad 
privada, la justicia privada y otros métodos de acción ciudadana, 
que si bien tienen la apariencia de legalidad, no son otra cosa  ,/( 
que el efecto inmediato de la inminente carencia de legitimidad 0 
del Estado Social de Derecho. pa 


El desprestigio de la clase política, más que por factores 
estructurales, por sus propios vicios y hasta tal punto se ha 
devaluado que ha perdido representatividad y consiguientemente 
LEGITIMIDAD, pues ninguna acción en favor de la protección 
de los derechos fundamentales, se ha evidenciado en los últimos 
tiempos. 

Los competentes fundamentales de la legitimidad en el Estado 
Social de Derecho, no tienen como única fuente el procedimien- 
to de la elección directa, pues no está el hombre al servicio del 
Estado o del derecho, o de la economía, sino que éstos están al 
servicio de aquel, como su fin último y supremo. Son medios 
para conseguir el mantenimiento y el despliegue de la personali- 
dad humana en toda la plenitud de sus capacidades naturales y 
de sus fuerzas espirituales. En consecuencia, la legitimidad está 
condicionada por los fines y resultados de las instituciones 
creadas por el hombre, sean estatales, jurídicas, económicas o 
sociales, las cuales tiene como función única, ser medio para el 
logro de los derechos y libertades del individuo en su dimensión 
humana y social; dicha legitimidad solo es evidenciable cuando 
el bienestar y la justicia se materializan objetivamente. 


En el campo de las disciplinas jurídicas y políticas, el concep- 
to de LEGITIMIDAD (jurídica y política), tiene diversas 
connotaciones, pero todas ellas presuponen en realidad la 
existencia previa de un marco constitucional que regula la 
actividad del Estado y le asigna claros objetivos esenciales y 
sociales. En este contexto, el articulo 2o. de la Carta Política, 
señala los fines esenciales del Estado y dentro de éstos, 


112 LA LEGITIMIDAD EN EL ESTADO SOCIAL 


rincipios, derechos y deberes 


garantizar la efectividad de lo 


Por lo anterior, se entiende en este trabajo el concepto 
LEGITIMIDAD en el sentido de legitimación social, e 
que la acción política del Estado, tiene legitimidad en la : 
en que su propia eficacia social es afectada por parie- 
en ella. Si nos atenemos al arti 


el objetivo fundamental de su actividad, será 
basicos para imputarle LEGITIMIDAD 


onstitucional 


Constitucional, garantiza a to 
materializa en las políticas 
la participación y apoyo popular, 
mente aceptables. 4 
Garantizados los derechos y libertades fundament: 
puesto un elevado nivel de aceptación social, se 
evidenciar un alto grado de legitimidad, pues ésta s 
presente cuando exista un sistema real y efectivo 
protección y eficacia de los derechos 


que las tornen 


Pero cómo aplicar un principio de legitimidad 

y cómo aplicar la garantía de protección a los d 
mentales, cuando los más altos funcionarios del 
cuestionados O encarcelados por manipular en beneficio 
las normas y el poder de que están investidos?. La hes 


al menos sirven de fachada a la creencia general de que 
los derechos políticos y la posibilidad de acceder en ¡gu: 
oportunidades a los cargos públicos. 5 


-LEGITIMIDAD Y DERECHOS FUNDAMENTALES 

Es el mismo Consejo de Estado, que ha postulado altos 
funcionarios que están bajo las rejas y que si bien allí también 
hay juristas honestos, no cabe la menor duda que al recibir 
favores y prebendas políticas han caído lamentablemente en el 
denominado tráfico de influencias, y que solo hasta ahora se ha 
hecho público, gracias a la acción investigativa de los medios de 
comunicación. Cómo hablar de derechos fundamentales y de 
LEGITIMIDAD, cuando hasta tal punto han llegado quienes 
protegen tales derechos, y cómo negar la impotencia de las 
grandes mayorías frente a esta manipulación de quienes detentan 
el poder?. De cuáles derechos podríamos hablar, cuando sólo 
una parte de la corrupción es conocida y aún se desconoce 
aquella que es cuidadosamente diseñada y ocultada?. 


Garantizar un espacio de convivencia es un derecho para los 
ciudadanos y un factor de legitimidad para el Estado, No se trata 
sólo de que haya un orden, una democracia aparente, una 
seguridad jurídica formal, mientras el conjunto de la sociedad 
global vive en complejas contradicciones y el dinamismo de sus 
componentes no encuentra el justo equilibrio. 


La defensa de los derechos fundamentales, se ha convertido 
según la Constitución de 1991, en un presupuesto necesario de 
la legitimidad de las instituciones públicas, puesto que en ellas 
se materializa su fisonomía subjetiva, y particularmente, porque 
el comportamiento de los poderes del Estado, constituye un 
criterio orientador para la totalidad del ordenamiento jurídico. 
Esto significa que los fines esenciales y los fines sociales del 
Estado, involucran la vinculación de todas las autoridades al 
respecto ya ala protección de los derechos fundamentales, para 
garantizar su efectividad y como garantía de su LEGITIMI- 
DAD. 


La acción de tutela consagrada en la Carta Política permitió 
que los derechos fundamentales tuvieran también una validez en 
el ámbito de las relaciones privadas, como ha sido el caso del 
derecho al habeas data, el derecho a la intimidad, o el derecho al 
buen nombre, cuando los medios de comunicación, o los 
particulares los han vulnerado. 


En esta forma, queda expuesta sucintamente, la idea que se 
ha generalizado en los ámbitos académicos, según la cual, la 
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La corrupción y la ineficacia, constituyen al finalizar el 
presente siglo, los más significativos componentes de la 
¡degitimidad del Estado y la mayor preocupación para las 
llamadas democracias, pues en estos dos factores radica el 
deterioro y la inestabilidad de las instituciones legalmente 
constituidas. La discusión académica y política en la actualidad 
se ha centrado en señalar que la corrupción y la ineficacia del 
Estado generan una progresiva pérdida de la legitimidad del 
sistema, no solo en el campo político, sino también en el ámbito 
social y económico, pues están minando la capacidad del Estado 
para combatirla, obstaculizar la adecuada prestación de los 
servicios públicos provoca desigualdades y desvío de dineros 
públicos hacia fines particulares. 


Por lo anterior, este trabajo aclara y conceptualiza en sus 
comienzos la problemática del Estado Social, el Estado de 
Derecho, la Corrupción y la Ineficacia en sus raíces conceptua- 
les, para luego caracterizar estos fenómenos en su contexto más 
amplio, es decir, en su calidad de componentes del fenómeno de 
la ¡legitimidad institucional que finalmente identifica los 
llamados regímenes democráticos, componentes que muestran a 
la sociedad el impacto nocivo que produce la corrupción y la 
ineficacia y que logren identificar y detectar las diversas formas, 
procedimientos y mecanismos que distorsionan, enrarecen O 
interfieren la acción del Estado. 


En el Departamento Administrativo de la Función Pública, la 
cifra aproximada que se maneja con respecto al número de 
servidores públicos del gobierno en Colombia es de 800 mil 
personas sin contar los niveles departamental y municipal. ¿Qué 
otro sector de la economía ocupa similar capacidad laboral? 
Ninguno. Este hecho le otorga al Estado la condición de ser el 
máximo empleador, lo que le confiere sin igual importancia 


gres í ada la mayoría 
os obtuy ho de elegir a sus 
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La brecha entre ricos y pobres se ha venido ampliando; la 
clase media, ancla de cualquier democracia firme, se ve 
paulatinamente amenazada por la pauperización. Los gobiernos 
pueden achacar algo de responsabilidad a las instituciones 
financieras internacionales y a las tendencias proteccionistas 
imperantes en los países desarrollados. Pero una creciente 
generación de agudos periodistas latinoamericanos ha comenza- 
do a exponer públicamente los antiguos sistemas de sobornos. 
favores, privilegios y la corrupción institucional que floreció 
entre la retórica de la democracia y el libre mercado. Con una 
serie de escándalos encabezando los titulares, en toda la región 
campea ahora la idea que los políticos imponen ajustes económi- 
cos principalmente como medio de llenarse los bolsillos y 
preservar su status de élite. Las expectativas populares se han 
convertido de esta forma en frustración e, inclusive -en un cierto 
número de países- en ultraje* - 


Colombia, por desgracia, ha asistido en las últimas décadas a 
un innegable relajamiento de sus valores sociales, que de la 
mano de una cultura facilista y de consumo que halaga la 
sagacidad y el dinero fácil, ha traído como consecuencia una 
correlativa mutación en los conceptos éticos de quienes tienen la 
inmensa responsabilidad del ejercicio de la función pública. El 
camino hacia el desarrollo, largo y complejo por naturaleza. 
encuentra en este estado de cosas un obstáculo inmenso en su 
propósito de obtener no sólo mejores índices de crecimiento 
económico, sino la superación de las condiciones de inequidad y 
marginalidad en que se desenvuelven amplios sectores de nuestra 
población. Una estrategia integral de desarrollo no puede 
entonces dejar de ocuparse de este aspecto, en el propósito de 
lograr la consolidación tanto de la institucionalidad democrática 
y pluralista que el proceso reclama, como del entorno de 
convivencia social que constituye irremplazable ingrediente en la 
senda del progreso; elementos todos éstos sin cuya presencia es 
imposible lograr un Estado capaz de hacer un uso racional e 
inteligente del poder y de los escasos recursos públicos,. que lo 


5 Ibid. Pág. 31. 
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razón de una posición de privilegio la use para obtener prove- 
cho, y el de "receptación, legalización y ocultamiento de 
actividades ilegales”, con el que se pretende neutralizar el poder 
corruptor del dinero sucio proveniente de actividades fruto del 
delito organizado, penalizando así lo que generalmente se 
denomina "blanqueo o lavado de dinero". 


La Carta Política de 1991 consagra como un objetivo 
explícito: hallar fórmulas para que el Estado, gobernado por 
líderes honestos y competentes, pudiera asegurar la paz, 
liquidar la impunidad y ensanchar los ámbitos de la democra- 
cia participativa. A los sirte años de este acontecimiento 
constatamos que los problemas de fondo permanecen intactos: 
miseria social, corrupción política, violencia endémica. 
deterioro del medio ambiente. Los mecanismos de control 
oligárquico y de cooptación están incólumes, salvo el ascenso 
de un reducido pero influyente sector de la clase media de 
origen provinciano que accedió al control del congreso, y a 
parte de la burocracia y el presupuesto público, y que tienen 
como proyecto atender y saciar sus propias expectativas de 
espaldas al país y, lo que es más grave, sin pensar siquiera en 
un proyecto nacional. 


Son muchas las voces que prefieren una dictadura honesta 
frente a una democracia corrupta. Es ya una creencia generali- 
zada que casi todos los gobiernos en América Latina están 
involucrados en la corrupción, y se vota por personas de 
reconocida honestidad, como si esta fuera la excepción, pues 
en forma general a la clase política se le identifica con 
corrupción, clientelismo y mala administración. Un Estado 
ineficaz y corrupto, jamas podrá tener legitimidad. El surgi- 
miento de una sociedad más justa, mas igualitaria y eminente- 
mente participativa, solo será posible con un replanteamiento 
profundo de las instituciones políticas, económicas y sociales 


que han caracterizado la tradicionalmente llamada Democracia 
Liberal. 


En este contexto, será viable comprometer actividades y 
recursos gubernamentales que se responsabilicen por los 
servicios y finalidades sociales del Estado y que hoy por 
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razones históricos O políticas no responde a las necesidades 
sociales, y deben ser reorientadas, redefinidas y maximizadas 


en los siguientes términos: 

Un sistema político eminentemente popular y participativo 
que concilie los Campos ideológicos más distanciados, que 
atenúe las diferencias Sociales y económicas para que haya 
participación adecuada en el manejo de los asuntos locales, 
regionales y nacionales, con igualdad de oportunidades y 
equitativa distribución de la riqueza y de los ingresos. 

Los derechos Humanos. La aplicación de todos los convenios 
internacionales que los protejan y la implantación de los 
mecanismos para preservarlos, pues corresponde al congreso 
disponer las normas que le den plena vigencia; al Gobierno, 
promover mediante acciones concretas la posibilidad de que los 
derechos humanos no sean el privilegio de unos pocos, que 
tienen acceso al poder y disfrutan de su beneficios, particular- 
mente cumplir el mandato Constitucional que ordena al Estado, 
dar pleno a los recursos humanos. 


El control público sobre los funcionarios del Estado y el 
cabal funcionamiento de la justicia contenciosa administrativa, 
con el fin de alcanzar el saneamiento de la burocracia, buscar la 
eficacia de los órganos del Estado y la celeridad de las actuacio- 
nes administrativas, tal como fue señalado en diversas normas de 
la nueva Constitución, pues mientras haya corrupción, el Estado 
será ilegítimo. 

La planeación económica como resultado del proceso demo- 
crático y no de imposiciones de organismos internacionales de 
crédito, de tal forma que resulte un verdadero plan de Desarrollo 
Económico y Social, acorde con las necesidades de la población, 
y en armonia con el mandato constitucional que ordena dar 
prioridad al gasto público social. 


Al estudiar el proceso y la evolución de las instituciones 
políticas, desde sus comienzos hasta la actualidad, se evidencia 
el intento de conciliar la democracia local con la democracia 
nacional, observándose la preocupación central de los constitu- 
yente en el sentido de satisfacer el anhelo de autonomía de las 
provincias y los departamentos y el deseo de dirimir los 
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mpatibilidades que surgen del 
tico instaurado desde la independencia. 


igualmente la majestuosa consagración de las 
emocráticas al servicio de los derechos, libertades 


marcado 


latar los graves problemas de pobreza, desempleo 
Reformas administrativas sin un trasfondo social 
a hecho sino agravar y ahondar las grietas del desorden 
Y, SON entre otros, los componentes de la ilegitimi- 
$205; 
uevas instituciones que han hecho su emergencia al 
el presente siglo, son extremadamente complejas y 
nuevas formas de comportamiento político y 
nte, diversas modalidades para lograr el acceso y la 
a en el poder. 


Jas instituciones que nacieron de Revolución Francesa 
mucho tiempo orientaron regímenes democráticos de 
te, han quedado desuetas y obsoletas ante el surgimiento 
nos sociales que rebasaron los esquemas constituciona- 
se imponen hoy por encima de los tradicionales ritos 
que defendían las viejas instituciones, aunque éstas 
mas allá del simbolismo psicológico y romántico de 
dirigentes, monopolizadoras del poder del Estado. 
las formas más características para redescubrir la 
nuestros regímenes políticos es remontar los 
históricos y analizar de nuevo sus connotaciones 
Otras Interpretaciones y con la ayuda de los 
ados en la investigación histórica. En este sentido, 
e América Latina y sus procesos democráticos 
que recordar de la forma como asimilaron los 
emocracia liberal, pues ellos no fueron 
e su comienzo de procesos autónomos 0 
político y social, sino que copiaron de allí 
iones teóricas para imponerlas a pueblos 
listintos y en grado de evolución evidentemente 
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El país nació escribiendo y cambiando constituciones y las 
guerras civiles que nos enfrentaron en el siglo pasado lo fueron 
para modificar la letra de los institutos legales: Reclamar su 
vigencia o prorrogarla. Toda revolución en el siglo XIX nació 
para imponer nuevas reformas. El país, aun en nuestro tiempo 
cree en el sentido mesiánico de las instituciones, aunque las 
reformas pertenezcan a terrenos de utopías y las estructuras 
proyectadas que no se acomoden al medio social donde deben 
tener operancia. Partidos y agrupaciones partidarias, creen en 
la fuerza mágica de las reformas constitucionales y en ello no 
se distancian los partidos, sino que existe extraña unanimidad: 
cuatro razones caracterizan la argumentación justificante de 
una nueva concepción democrática: 


Las instituciones democráticas surgidas de la ilustración y 
de la Revolución Francesa son el modelo fundamental sobre el 
cual se constituyeron nuestras instituciones y que a pesar de 
haber sido útiles en su momento, hoy representan un patrimo- 
nio infranqueable detrás del cual se atrincheran las élites 
políticas para defender su privilegio. Se han creado estereotI- 
pos que sirven de barrera contra las luchas populares, tales 
como defensa de las instituciones democráticas. Se salvo la 
democracia "ganó la democracia", etc. Frases como estas que 
en forma inconsciente hacen creer a los ciudadanos que son 
poseedores de un sistema político al que hay que defender con 
patriotismo, pues se trata de la "sagradas Instituciones 
Republicanas”, cuyo real significado la gente en su mayor 
parte desconoce. 


_ Los famosos derechos del hombre y del ciudadano que 
igualmente tuvieron extraordinaria importancia en su momen- 
to, hoy siguen siendo vacíos postulados más bien de carácter 
filosófico, que a pesar de estar consagrados en las normas 
constitucionales, no son garantía alguna para las clases 
populares y sólo puede invocarse por ciertos sectores sociales 
cuando corren peligro en sus propiedades o sus posiciones de 
ventaja en el aparato social. Hoy al igual que hace 200 años en 
Francia, los Derechos Humanos son una conquista de las 
clases sociales emergentes, 
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Si Bolívar existiese en la actualidad, aumentaría los 
que en su momento hizo a los modelos políticos propuestos por 
la ilustración y seguirá pensando en que la democracia es un 
sistema inconveniente para América Latina. no sólo por la 
madurez política que ella requiere sino porque 200 años 
después, es muy poco lo que se ha avanzado en cultura política. 

Sin desconocer los aportes de la ilustración y de la Revolu- 
ción Francesa al pensamiento universal y al proceso político 
latinoamericano, en los albores de la independencia, no existe en 
nuestro país, fenómeno alguno que le haga tanto daño a sus 
gentes como su mal llamada Democracia, pues ella es el 
instrumento más eficaz para consolidar una clase política que 
sigue amparándose en los principios de la ilustración sobre las 
instituciones Democráticas- liberales, para alejarse cada vez más 
de las realidades humanas de la nación y convertirse como 
Bolívar decía: en verdaderas repúblicas aéreas. 


Este trabajo hace énfasis en la necesidad de asumir hoy con 
una mentalidad crítica, el significado real y objetivo de un 
patrimonio cultural político, enraizado profundamente en 
Occidente, desde aquellos tiempos de la ilustración oO la 
Revolución Francesa, sobre la cual vale la pena volver la mirada 
para señalar los usos que se han hecho de tan importantes 
valores como instrumentos de dominación y cuya crítica no se 
orienta contra el significado que en sí mismas ellas tienen, sino 
por las dimensiones históricas, que han asumido. 


Se ha evidenciado una gran distancia entre lo que conceptual 
y teóricamente significan las instituciones demoliberales y las 
declaraciones de derechos, frente a realidades sociales y 
humanas en las cuales difícilmente son aplicables. Valdría la 
pena una amplia reflexión sobre el pensamiento de Bolívar frente 
a este particular y sobre el modelo político materializado en la 
Constitución Boliviana a fin de encontrar alguna justificación a 
su pensamiento en el sentido de que estos pueblos no se les 
podía dar más poder del que podían manejar por tratarse de "un 
pueblo muy poco superior a un pueblo de esclavos” 

El pueblo, ese imaginario titular de la soberanía y de la 
representación simbólica del poder en las Democracias, €s el 


ataques 
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gran ausente de las Instituciones Políticas, pues se gobierna en 
nombre del pueblo y este sólo toma cuerpo en determinadas 
circunstancias de cultura política, pues mientras no se materiali- 
cen las condiciones de dicha cultura, la democracia será algo 
superficial sin vigencia y sin ninguna importancia. 

Bolívar también afirmaba que los regímenes políticos apoya- 
dos enteramente en el pueblo, los llevarían a la ruina, de ahí, 
que sus proyectos constitucionales de Angostura y de Bolivia 
reflexionan sobre la realidad americana y advierte a los 
constituyentes su obligación de inspirarse en las realidades 
propias y no en sueños utópicos que llevan a la ilusión de que 
las instituciones son invento de los hombres que las defienden 
ciegamente aún sin considerar su propia utilidad y su legitimi- 
dad. 

Lo que lamentablemente caracteriza hoy al Estado Colombia- 
no; a su Constitución y a su Gobierno de acuerdo con el retazo 
de legitimidad que les compete es una gran vulnerabilidad 
externa, una gran pérdida de legitimidad interna , debilidad 
manifiesta de las Instituciones jurídico-políticas y pérdida de la 
eficacia y la credibilidad. 


La crisis social, política y de orden público tiene una sola 
raíz : La total deslegitimación del Estado ha llegado tan lejos 
que los sectores inconformes no tienen otra alternativa que 
recurrir siempre a las vías de hecho para exigir la prestación y 
precio razonable de laos servicios públicos ante la inercia de los 
dirigentes que caracterizan la inmoralidad, la corrupción, el 
reparto burocrático y presupuestal. La realidad es que no hay 
quien mande ni quien obedezca, pues es vox populi la imponen- 
cia del Estado de derecho y muchos desean el retorno al 
autoritarismo para asegurar la convivencia. Las marchas 
aumentan por doquier, los retenes guerrilleros y la toma de 
pueblos se prolonga sin limitación alguna, el caos institucional 
es permanente y el desplome jurídico inevitable, puesto que son 
las vías de hecho y no el Estado de derecho lo que se impone en 
Colombia. Dónde está pues la legitimidad del Estado y del 
Gobierno ? 


Si no hay políticas sociales, tampoco políticas de paz, ni 
salida alguna para la sangrienta confrontación que acontece a 
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el territorio nacional, A quien atribuir la 
caos institucional y ante la impotencia del 
a los graves problemas sociales entre estos la 
ra permanente? 
tremk senda tragedia de la violencia ; en la criminalidad, 
r a rampante, en el narcotráfico que Ea y 


izada, educación y justicia aparecen como las dos 
s estructurales de esta agrietada y vacilante 


en materia política considerar la legitimidad como 
ta de las autoridades de sujetarse estrictamente al 
nto Constitucional y legal accedido al poder por la 
me del pueblo, manifestado en las urnas.Esta 
cierta parcialmente. 


ontexto vale decir que los regímenes políticos de 
están despertando a su propia realidad y a corto 
n formular un pensamiento político propio derivado 
reflexión sobre las nuevas relaciones de poder, 


íticos de integración y conflicto, sobre todo como 
icho por el surgimiento de nuevas formas políticas y 
cia ¡nuevas instituciones democráticas, que 
legitimidad hoy ostensiblemente cuestionada. 


-no solo son urgentes en el campo político como 
lerar legitimidad sino en el ámbito social y 
esta en entredicho no sólo la eficacia del 


S osa una profunda reforma social que 
d de Oportunidades, la equitativa distribu- 
el ingreso; el pleno empleo de los recursos 
1C z prestación de los servicios públicos para 

ión de necesidades fundamentales y el 
'n sociales y esenciales del Estado. 
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